Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 09 minutos) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda cuyos 
miembros son la señora Senadora Topolansky y quien habla, tiene el agrado de recibir al Plenario de 
Sociedades Científicas. Esta delegación está integrada por los doctores Julio de Fuentes y Matías Abal y 
las doctoras María José Cancela y Graciela Fernández. Es un gusto recibirlos y como ya les habrán 
explicado el mecanismo de trabajo de la Comisión, les damos la palabra a fin de escucharlos con atención. 


SEÑOR DE FUENTES.- En primer lugar, queremos agradecer a los miembros de la Comisión por 
recibirnos. 


Quiero informar a los señores Senadores que somos miembros del Plenario de Sociedades 
Científicas. Se trata de un gremio que representa a los médicos que trabajan para la Comisión de Apoyo y 
tiene vinculación con el Ministerio de Salud Pública. En realidad, trabajamos para dicha Cartera bajo el 
régimen contractual de la Comisión de Apoyo. Nuestro planteo se relaciona con un problema grave que nos 
atañe y que requiere solución. Dicha postura no es la del Plenario, sino que es de consenso entre el 
Sindicato Médico del Uruguay, la Federación Médica del Interior -FEMI- las Sociedades Anestésico- 
Quirúrgicas y el Plenario que representamos. Es decir, que todos los gremios médicos estamos detrás de 
esta propuesta y planteando este problema. 


Como es de público conocimiento, la Comisión de Apoyo ha sido creada hace casi tres lustros 
para solucionar problemas acuciantes del Ministerio de Salud Pública y encontró ese mecanismo para 
hacerlo. No lo juzgamos ni hacemos valoraciones al respecto, sino que, simplemente, es el mecanismo 
que el Estado estableció. Se convocaron especialidades diversas a través de llamados públicos y estos 
cargos se ocuparon con la debida presentación de los méritos correspondientes. Los médicos que fuimos 
elegidos ya hace quince años que estamos trabajando en la Comisión y, como informé, estamos 
vinculados al Ministerio de Salud Pública. Quiero decir que en esta situación nos encontramos miles de 
médicos. Es público y notorio -porque ha sido declarado públicamente y, además, en este mismo ámbito 
del Poder Legislativo la Ministra de Salud Pública, doctora María Julia Muñoz, lo ha señalado- que esta 
Administración tiene el objetivo de proceder a la presupuestación de todos estos cargos para, de esta 
manera, regularizar la situación. Esta presupuestación se haría previa o concomitantemente con la 
disolución de la Comisión de Apoyo de ASSE. 


Queremos aclarar que no estamos en contra de esta presupuestación, ya que ha sido una 
reivindicación de los médicos y sin dudas nos brinda una protección, de la que carecíamos desde el punto 
de vista laboral. Sin embargo, si esa presupuestación se lleva a cabo sin las debidas protecciones o sin 
tener en cuenta los problemas que venimos a plantear, lejos de significar un beneficio para nosotros y 
solucionarnos un problema, provocaría perjuicios a casi 1.000 médicos, fundamentalmente de dos tipos: el 
primero es la posibilidad de la pérdida de la fuente laboral y, el segundo, el riesgo de la rebaja salarial. 


La pérdida de la fuente laboral podría ocurrir por lo siguiente. En miles de casos, trabajan para 
el Ministerio de Salud Pública y además están contratados por la Comisión. En otros casos, trabajan para 
la Comisión, pero también para otros organismos públicos. Esta es una situación absolutamente legal hoy 
en día, pero la presupuestación haría surgir incompatibilidades que actualmente no existen entre esas dos 
funciones. Entonces, si se procede a la presupuestación sin contemplar estos casos, cerca de mil 
colegas tendrían que optar entre una función y la otra y, por lo tanto, lo que quiso ser un beneficio termina 
siendo un grave perjuicio para el trabajador, que pierde uno de los trabajos que, en muchos casos, tiene 
hace 15 años. Esta situación que surgiría no es novedosa en el país y ha acontecido en otras 
circunstancias. 


Sabemos que contamos con un tiempo acotado para realizar la exposición, porque los señores 
Senadores deben recibir a muchas delegaciones que vienen a plantear sus problemas, por lo que vamos a 
ser muy sintéticos. 


Por lo tanto, sólo a vía de ejemplo, vamos a citar a la antigua Asignaciones Familiares -que fue 
absorbida por el Estado hace muchos años- que encontró a muchos colegas en la misma situación, la cual 


fue contemplada por la vía legal de una ley de excepción. Aún hoy hay colegas activos desempeñándose 
en el Banco de Previsión Social -que fue el que absorbió a Asignaciones Familiares- y en otro organismo 
en el que detentaban funciones. 


Del mismo modo, existen disposiciones legales que permiten a médicos que prestan funciones 
en Sanidad Militar, trabajar simultáneamente en otros organismos. Dichas normas están vigentes y los 
protegen. Ocurre lo mismo con Sanidad Policial. Quiere decir que hay colegas que, si se presupuestara 
mediante este Plan que tiene el Ministerio a los integrantes de la Comisión de Apoyo, podrían estar 
amparados perfectamente por estas disposiciones legales si trabajan en el Hospital Militar o en el Hospital 
Policial, pero no si se desempeñan en otro organismo público o, incluso, si están dentro del Ministerio de 
Salud Pública, cumpliendo dos funciones, como lo están haciendo actualmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber a qué artículo específico de la Rendición de Cuentas se está 
refiriendo, que los afecta de la manera que nos está relatando. 


SEÑOR DE FUENTES.- Lo que nos afectará a nosotros es la anunciada presupuestación que, si bien aún 
no ha acontecido, tenemos la absoluta certeza de que se hará, porque así fue manifestado en este ámbito 
por la propia Ministra. Estamos haciendo una profilaxis de un tema que va a acontecer. Debemos plantearlo 
ahora, porque el proyecto de ley se aprobará próximamente. 


SEÑOR RUBIO.- Con respecto al artículo 34, el Ministerio de Salud Pública solicitó ser exceptuado. Se 
trataba de un problema de presupuestación. 


SEÑOR ABAL.- Nosotros nos referimos básicamente a lo que se expresa en el artículo 272 de la Ley de 
Presupuesto y no a esta Rendición de Cuentas. El problema que se plantea es que, actualmente, a nivel 
del Ministerio de Salud Pública, se está planificando un proyecto de ley de descentralización de ASSE, que 
será presentado a la brevedad y en uno de sus artículos establece esta presupuestación de los 
funcionarios de las Comisiones de Apoyo, facultada en la Ley de Presupuesto. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- El Ministerio de Salud Pública nos planteó que se eliminara el Inciso 12 del 
artículo 34, porque esa situación ya está contemplada en el artículo 272 de la Ley de Presupuesto que 
menciona el doctor Abal. Además, viene en un proyecto de ley aparte, que es el de descentralización de 
ASSE. En realidad, no está relacionado con el texto de la Rendición de Cuentas, porque está 
expresamente exceptuado. Esto tiene que ver con el proceso de cambio dentro del Ministerio. 


SEÑOR ABAL.- A los efectos de clarificar un poco más, quiero señalar que la idea de asistir aquí en el día 
de hoy es justamente que, si bien el tema no está incluido en esta Rendición de Cuentas, el proyecto de ley 
que lo contempla va a ser presentado en este Período Legislativo. Los gremios médicos, en general, 
quisiéramos incorporar un articulado que prevea esta situación y que contemple las expectativas de los 
médicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora nos queda más claro su planteo y, con mucho gusto, los seguimos 
escuchando. 


SEÑOR DE FUENTES.- Nosotros venimos a plantear una solución por la vía legal, como se hizo en otros 
ejemplos que ya he citado. Queremos destacar que no es una solución para siempre, tal como aconteció 
en otros casos. Esta solución contempla a los colegas que en este momento están en esta situación y se 
han visto sorprendidos por ella, ya que no fue generada ni solicitada por los trabajadores médicos. De no 
contemplarse su problemática, se produciría la desaparición de los derechos de alrededor de mil 
trabajadores, luego de quince años de asistencia en el área de salud pública. Por supuesto que estos 
artículos que queremos incorporar están destinados a contemplar estos casos en particular, por lo que todo 
cesaría el día en que el médico que ocupa ese cargo en cuestión se jubila, renuncia o fallece. Por lo tanto, 
es una situación que se agota con los protagonistas que en este momento estuvieran contemplados y 
queda claro que no va más allá de eso. 


Además de esta situación, queremos destacar -le voy a pedir a la doctora Cancela que se refiera 
a este punto- que esto no solamente puede implicar un perjuicio para nosotros, sino que, inclusive, puede 
provocar problemas asistenciales importantes por las razones que la doctora explicará. 


SEÑORA CANCELA.- Soy pediatra neonatóloga e integro el Plenario de Sociedades Científicas a través 
de la Sociedad Uruguaya de Neonatología y Pediatría Intensiva. 


En el mes de enero hicimos una presentación con las autoridades de Salud Pública, planteando 
la problemática de los pediatras y neonatólogos que integramos los CTI pediátricos y neonatales del país, 
tanto de Montevideo como del Interior. En ese momento, encontramos que casi el 40% de los pediatras que 
trabajan en esta situación, también tienen un doble cargo en el Ministerio de Salud Pública. Cuando se 
inauguró el CTI de Tacuarembó, la Comisión de Apoyo hizo un llamado a pediatras que tuvieran título de 
especialista y que no tuvieran vinculación con dicha Comisión, pero no se presentó ninguno. Por esa razón, 
hubo que llenar esos cargos con pediatras que tenían otro cargo en la Comisión de Apoyo. Por ejemplo, si 
se hace efectiva esta ley que determina que no se podrán superponer cargos, el CTI de Tacuarembó 
quedaría sin cobertura. Reitero que casi el 40% de los pediatras intensivistas están en esta situación y un 
16% tienen cargos en más de un organismo público como, por ejemplo, el Banco de Previsión Social o el 
Ministerio de Salud Pública. En ese momento también destacamos que hace muchos años que estamos 
desempeñando esta función y los promedios de edades de los pediatras oscilan entre los 45 y los 55 años, 
con un promedio de 50 años, por lo que estamos trabajando en esta situación desde larga data. En 
consecuencia, esto podría traer aparejado un grave disturbio en la asistencia de pediatría y neonatología 
intensiva. Cabe destacar que el Ministerio de Salud Pública debe sentirse orgulloso de la asistencia que 
estamos dando a los niños recién nacidos y a aquellos que necesitan terapia intensiva, puesto que nuestra 
actividad prestigia al sector de la salud pública. 


SEÑOR DE FUENTES.- A modo de ejemplo, hemos presentado la situación planteada por la doctora 
Cancela y aunque puede haber especialidades en las que esta angustia no exista y las cosas puedan ser 
cubiertas, sin duda alguna, en otras áreas no será así y no habrá manera de cumplir con los servicios. 


Antes de solicitar a nuestro asesor jurídico que termine con nuestra exposición, quiero decirles 
que el Ministerio de Salud Pública ha adelantado que, desde el punto de vista administrativo, puede 
solucionar las incompatibilidades que hay dentro de la salud pública, por la vía de la extensión horaria y 
demás. Esto es muy importante, porque es una señal del Ministerio de Salud Pública, demostrando que es 
sensible al problema, que comprende que es injusto y que quiere dar una solución. Sin embargo, eso no 
nos satisface completamente por los siguientes motivos. En primer lugar, esta solución es oficiosa, porque 
se trata de una voluntad política expresada por distintos agentes, pero nunca expresada oficialmente. Pero 
además, no nos satisface porque, de llevarse a cabo, sólo solucionaría las incompatibilidades que haría 
surgir la presupuestación dentro de Salud Pública que, por lo tanto, sería muy poco equitativa con colegas 
que tienen dos funciones en distintos organismos. En consecuencia, sería solucionada la situación de los 
médicos que ocupan cargos en un mismo organismo y no la de los que se desempeñan en distintos 
lugares, que tiene algunas excepciones como, por ejemplo, Sanidad Policial y Sanidad Militar. Sin 
embargo, sí se presentarían problemas con el Banco de Previsión Social y la Intendencia Municipal. Por lo 
tanto, esto no sería equitativo y debemos destacar que estamos hablando de colegas que han accedido a 
sus cargos por concurso, que han prestado servicios notables, tal como lo ha reconocido el Ministerio de 
Salud Pública y que integran una franja etaria que ronda los 50 años, lo que nos hace pensar en los 
problemas laborales que se presentarían para ellos. 


SEÑOR ABAL.- Lo que queremos hacer hoy es dejarles copia de un pequeño proyecto, que consta de 3 
artículos, con la intención de que sea incorporado a esta Rendición de Cuentas. Lo que se busca aquí es 
establecer y defender los derechos adquiridos de estos trabajadores, eliminando esos dos perjuicios que se 
generarían. Estamos hablando de la duplicidad de los cargos -haciendo, así, una excepción a la prohibición 
general; obviamente, se trata de algo transitorio, únicamente para los cargos que hay en efectividad al día 
de hoy- y del mantenimiento de las remuneraciones y las pasividades. A raíz de manifestaciones que se 
han hecho a nivel público, se ha generado el temor de que en el día de mañana en la presupuestación se 
haga perder a los trabajadores su masa salarial actual; de esa manera, se estaría perdiendo alrededor de 
un 20% de la remuneración. 


Sabemos que este proyecto -del que dejaremos copia- no está planteado formalmente en esta 
Rendición de Cuentas, pero creemos que ingresará al Parlamento en este Período y pensamos que es 
justamente en el marco del Proyecto de Rendición de Cuentas donde debería considerarse la alternativa. 
Me parece importante destacar también que fue elaborado por el Sindicato Médico y cuenta con el apoyo 
las SAQ, de la FEMI y también del Plenario. 


Por otro lado, quiero hacer una breve referencia a la situación jurídica actual de estos 
trabajadores. Si bien están formalmente contratados como un arrendamiento de servicios, en realidad, de 
acuerdo con el Derecho Laboral -así se han pronunciado varias sentencias del Poder Judicial- lo que 
detentan es un contrato de trabajo, una relación de dependencia de carácter privado con la Comisión de 
Apoyo y el Ministerio de Salud Pública. Por ello, tienen todos los derechos adquiridos en lo que hace al 
Derecho Laboral y no el de arrendamiento de servicio, como formalmente aparece. Para explicar esto, 
tendría que extenderme muchísimo más, pero digo, muy brevemente, que esto surge porque, inicialmente, 
cuando se elabora todo el sistema de las Comisiones de Apoyo, lo que se busca es abaratar costos - 
justamente, lo que elevaba los costos era contratar camas en CTI privados- y traer a estos profesionales al 
sector público. La manera que se vio de abaratar esos costos fue disfrazar lo que, en realidad, tiene todos 
los rasgos de una contratación permanente, bajo la forma de un arrendamiento de servicio. Aclaro esto por 
la injusticia que puede llevar una presupuestación sin tener en cuenta estas consideraciones. No estamos 
hablando de una persona que cae del cielo, sino de profesionales que están trabajando hace casi veinte 
años en determinadas condiciones de trabajo y que ahora, de un día para el otro, se los quiere 
presupuestar -con lo que están de acuerdo, porque era una propuesta que venían haciendo- pero en 
condiciones netamente desfavorables y sin tomar en cuenta esta opinión. 


Por otra parte, esto es algo que se desprende de la intención negociadora de los distintos gremios 
de la salud. En noviembre del año pasado hubo un conflicto por este tema, es decir, por la no renovación 
de estos “contratos” -lo digo entre comillas- que dio lugar a la instalación de una mesa negociadora. Se 
hicieron tres reuniones y en ellas se demostró que muchos de los argumentos que sostenía el Ministerio de 
Salud Pública acerca de la sobreposición de funciones y abusos en cuanto a los cargos, no existían. Como 
consecuencia de ello, las negociaciones se interrumpieron y al día de hoy, desde enero, no se ha vuelto a 
instalar una mesa negociadora, siendo que la intención del Ministerio es presupuestarlos antes de fin de 
año. Entonces, la pregunta es cuándo el Ministerio se va a sentar para hablar de este tema. No lo sabemos 
y es algo que nos preocupa sobremanera. 


SEÑOR DE FUENTES..- Eso fue convenido en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR ABAL.- Decía que vemos con gran preocupación esta situación, porque tenemos miedo de que el 
día de mañana se presente y apruebe una ley por la que quedemos presupuestados, pero perdiendo 
nuestros derechos. Es por eso y no por otra razón, que hoy hemos venido, no dentro de lo que es 
puntualmente el tema Rendición de Cuentas, pero sí para que se tengan en cuenta estos planteos. 


SEÑOR RUBIO.- No voy a hacer consideraciones, sino que procuraré entender el problema, porque en 
forma sucesiva hemos votado en los Presupuestos -y ahora se plantea en este proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas- la asignación de recursos extraordinarios -que a esta altura son de varias decenas 
de millones de dólares- sólo para regularizar situaciones previamente creadas en un Ministerio que en mi 
vida vi nada más caótico. Creo que hay unanimidad en el juicio sobre la diversidad de situaciones que tiene 
planteadas, por lo que a uno le cuesta extraordinariamente entenderlas. 


Si no entendí mal, en este caso se estarían exponiendo dos preocupaciones. Una, sería que en 
el caso de que las personas contratadas por las Comisiones de Apoyo no pierdan ingresos por el hecho de 
que los aportes al Banco de Previsión Social les signifique una disminución de su masa salarial; otra, tiene 
que ver con que en los casos de duplicación y como la ley general establece que una persona no puede 
desempeñar dos funciones públicas al mismo tiempo, se habilite una excepción mientras dure esa 
transición y se puedan ejercer los dos cargos. 


Ahora bien, quisiera saber si esto es compatible desde el punto de vista horario. 


SEÑOR DE FUENTES.- Actualmente la situación es legal y esas dos funciones se están llevando a cabo, 
por lo que es totalmente compatible. Obviamente ambos cargos se cumplen, pero no en horarios 
montados e incluso en organismos distintos. 


SEÑOR RUBIO.- Sin embargo hay evidencia suficiente de numerosos cargos de profesionales de Salud 
Pública de no cumplimiento del horario. Si no entendí mal, una de las bases de varios de los conflictos que 
se han creado en cuanto al incremento por hora de las remuneraciones, es que éste no es tan importante, 
porque había un acuerdo previo por el cual, en realidad, figura un número de horas determinadas, pero en 


la práctica eso no se realizaba. Pero no sé si eso se refería a algunas situaciones acotadas, si está más 
extendido, motivo por el cual formulé la pregunta. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Soy médica intensivista de adultos. 


Sin duda hay que hacer una diferencia muy clara. El conflicto que viene llevando adelante el 
Sindicato Médico del Uruguay desde hace casi un año o más por el planteo de aumento salarial de los 
médicos sumergidos, se refiere a aquellos colegas que trabajan exclusivamente en el Ministerio de Salud 
Pública y no tienen un contrato aparte, un incentivo por Comisiones de Apoyo. Son colegas que están 
presupuestados o bajo la forma de esos Contratos 410, etcétera, que ha manejado Salud Pública, pero no 
son médicos de Comisiones de Apoyo. 


Esos colegas que, de pronto, trabajan en varias Unidades Ejecutoras dentro del Ministerio de 
Salud Pública con más de un contrato por Comisión de Apoyo, tienen cargas horarias nunca menores a 
noventa y seis horas -y de ahí para arriba según los diferentes servicios y especialidades- que 
efectivamente se cumplen. Esa situación ha hecho que estos servicios de Comisiones de Apoyo realmente 
hayan sido muy rentables a lo largo de estos años y hayan generado ahorros importantes para el sistema 
en general y además tengan buenos resultados sanitarios. Son cargos que efectivamente se cumplen; es 
importante que quede bien claro que en ningún momento hay duplicación ni superposición horaria de esos 
cargos. Por eso estamos hablando de que cuando se plantea esa duplicidad hay un médico que queda sin 
un cargo, porque perdería toda esa carga de noventa y seis horas que realizaba en otro lugar. Ello no 
representa un ahorro para el Estado, porque alguien va a tener que cubrirlo, es decir, el salario de ese 
individuo se le tendrá que pagar a otro, porque ese cargo se necesita, pues se está cumpliendo 
efectivamente esa tarea. 


No sé si con esto contesto la interrogante del señor Senador o si aclara un poco el panorama. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quisiera saber si esos contratos de arrendamiento no pagaban Banco de 
Previsión Social 


SEÑOR RUBIO.- Es claro que no pagaban nada. 

SEÑORA TOPOLANSKY.- Pero yo quiero desasnarme para tener una idea más clara. 

SEÑORA FERNÁNDEZ.- Nosotros aportamos a la Caja Profesional como funcionarios independientes. 
SEÑORA TOPOLANSK:Y.- Bien, no lo tenía claro. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Aportamos a la Caja de Jubilaciones de Profesionales Universitarios y 
facturamos mensualmente a la Comisión de Apoyo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En definitiva, venden un servicio. 
SEÑORA FERNÁNDEZ.- Efectivamente. 
SEÑOR ABAL.- Sobre los dos últimos temas que se han planteado quiero hacer algunas precisiones. 


En primer lugar, con respecto a la inquietud de la señora Senadora, quiero decir que en el año 
2000 la propia Directiva del Banco de Previsión Social solicitó a la Comisión de Apoyo y al Ministerio de 
Salud Pública que se realizaran los aportes por este conjunto de personas, porque así correspondía dado 
que se trata de trabajadores y no de arrendamiento de servicios. Esto consta, inclusive, en las actas de las 
sesiones correspondientes del Directorio del BPS, por lo que no es un planteo novedoso; en realidad, las 
propias autoridades de un organismo del Estado consideraban que la relación implicaba los aportes 
porque, reitero, así correspondía. 


En segundo término, en relación al tema de las 96 horas, quiero dejar bien en claro que estos 
médicos -obviamente, nunca se puede generalizar y puede haber alguna excepción puntual- en su mayoría 
cumplen efectivamente con sus carga horaria y así lo tiene presente el propio Ministerio. Aquí no hay 
ninguna reivindicación -como puede ocurrir en otro tipo de conflictos- respecto del no cumplimiento de los 
horarios establecidos o de marcar tarjeta, sino que se reclama simplemente que se mantengan las 
condiciones laborales actuales. Esto nunca implica, por ejemplo, que se quieran tener cuatro cargos de 96 
horas, pero que en la efectividad se van a cumplir 90 horas. 


SEÑOR RUBIO.- Simplemente, quiero decir que el problema de la doble tributación lo veremos después 
cuando se trate -por lo menos yo soy partidario de esa vía- el régimen general y no por partes. Me parece 
que el problema del no desempeño simultáneo de dos funciones públicas, si no recuerdo mal, tiene una 
base constitucional, pero se pueden buscar otros caminos y estamos abiertos a ello. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de funcionarios del Ministerio de 
Salud Pública y les pedimos las disculpas del caso por el tiempo acotado que les hemos concedido, pero 
debemos recibir a varias delegaciones en la mañana de hoy. Hemos entendido el planteo que nos han 
realizado, el que será analizado por la Comisión que entenderá si es del caso incorporarlo en esta instancia 
de Rendición de Cuentas o en el proyecto relativo a Salud Pública y a los servicios de ASSE. De todos 
modos, tengan la seguridad de que el tema será debidamente estudiado. 


(Se retira de Sala la delegación del Plenario de Sociedades Científicas) 


(Ingresa a Sala la delegación de funcionarios contratados de la Dirección General de Servicios Agrícolas 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda de la 
Cámara de Senadores, con motivo del estudio de la Rendición de Cuentas, tiene el agrado de recibir a la 
delegación de funcionarios contratados de la Dirección General de Servicios Agrícolas del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca integrada por la doctora María Amelia De León, la ingeniera agrónoma 
Laura Píppolo, el ingeniero agrónomo Marcelo Bonilla, la señora Sandra Lema y la Química Farmacéutica 
Ivonne Pazos. 


Ya conocen el régimen de funcionamiento de estas audiencias y el tiempo de que disponen para 
hacer su planteo, así como el destinado a las preguntas que se formularán por parte de los señores 
Senadores si así lo entienden pertinente. Se está entregando en este momento el material que nos han 
proporcionado. 


SEÑORA DE LEÓN.- En primer término, queremos agradecerles el habernos recibido. Desearíamos estar 
acá -como lo hemos hecho en otras oportunidades- para tratar temas de fondo que hacen a la temática de 
los servicios agrícolas o para explicar otros proyectos de ley que se han enviado al Parlamento. Pero, en 
esta oportunidad, hemos recurrido para tratar esta problemática relacionada a cuál es nuestra situación 
funcional hoy dentro del Programa IV, Unidad Ejecutora “Dirección General de Servicios Agrícolas”. 


Formamos parte de un grupo de personas -aquí hemos asistido parte de ese grupo- que han 
venido cumpliendo funciones para el Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca en forma ininterrumpida y 


permanente por espacios que, en la mayoría de los casos, se extienden por 15 años y, hasta la fecha, 
continuamos desarrollando tareas específicas, cada uno en sus correspondientes áreas. 


Hemos entregado a los señores legisladores un documento en el que detallamos cuáles son los 
antecedentes nuestros en el Ministerio, desde los inicios del vínculo. En cuanto a eso, en términos 
generales, podemos decir que las funciones que venimos ejerciendo hasta la fecha se encuentran 
específicamente establecidas en los términos de referencia de los contratos que hemos suscrito y venimos 
desempeñando tareas, desde hace muchos años, como verdaderos funcionarios públicos. Por lo tanto, 
entendemos que se ha configurado, a nuestro entender, lo previsto en el artículo 7% de la Ley de 
Presupuesto aprobada para el quinquenio. 


Si bien el Ministerio optó, en diferentes oportunidades y en el inicio, por documentar esa situación 
a través de lo que se llamó Becas de Entrenamiento en un Servicio y posteriormente Contrato de 
Arrendamiento de Servicios y que esto se efectuara a través de un organismo internacional, que es el 
Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura -a cuyos efectos se transferían los 
correspondientes fondos- la realidad indica -y ello surge, asimismo, de la documentación que obra en 
poder de la Administración- que la relación que tenemos todas las personas contratadas es con el 
Ministerio. Este ha determinado las funciones que cada uno de nosotros debe desempeñar y es el que 
paga nuestros salarios, motivo por el cual entendimos, en oportunidad de que se aprobara el artículo 7” de 
la Ley de Presupuesto, que estaríamos incluidos en dicha disposición. 


En el documento que les entregamos describimos, además de los antecedentes, nuestra 
situación actual a la luz de las disposiciones que el Poder Ejecutivo adoptó instrumentando esta disposición 
legal. 


Teniendo en cuenta cuál ha sido la situación en la que nos encontramos actualmente, que es que 
nuestro contrato venció el 30 de junio y se nos ha informado que se continuará utilizando la misma 
modalidad contractual que la empleada hasta la fecha, esto es, la suscripción de contratos de 
arrendamiento de servicios a través del Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura hasta 
diciembre de 2006, hemos efectuado la propuesta que se indica en el documento que les hemos 
entregado. 


Básicamente, esta propuesta está destinada a tres puntos específicos. El primero de ellos es 
tratar de reducir los niveles de discrecionalidad que se han otorgado, a través del artículo 7“, al Poder 
Ejecutivo, con el objetivo, principalmente, de que no queden dudas sobre cuáles fueron las situaciones que 
el legislador pretendió contemplar con dicho artículo. O sea que aquellas personas que se encuentren 
vinculadas a la Administración con anterioridad al año 2001 y que hayan ejercido funciones -como bien me 
señala el ingeniero Bonilla- en régimen de dependencia y en forma ininterrumpida, quedarían 
comprendidas en esa disposición. 


El otro aspecto que se contempla en la propuesta que se está presentando al Parlamento es que 
se especifiquen claramente cuáles son las condiciones en que se van a poder efectuar los contratos de 
función pública de esas personas, principalmente por las decisiones adoptadas por el Poder Ejecutivo en 
cuanto a asimilar esas funciones al último grado del escalafón correspondiente. Ese criterio fue plasmado 
por el Poder Ejecutivo en una serie de decretos que también indicamos en el documento y que, a nuestro 
juicio, no se condicen con la realidad de la situación. Los contratos de función pública, por la naturaleza 
jurídica del propio régimen, no necesariamente involucran el ingreso a la Administración Pública en forma 
permanente, por lo que entendemos que no se pueden aplicar los mismos criterios que en el caso del 
personal que ingresa ya presupuestado a formar parte de la carrera administrativa. 


En la propuesta que efectuamos al Parlamento también se incluye un ítem relacionado con la 
retribución. Otro de los criterios aplicados por el Poder Ejecutivo en la reglamentación del artículo 7% es 
considerar, para la retribución, los descuentos de los aportes patronales -que obviamente corresponden al 
Ministerio- el aguinaldo y una serie de beneficios que serían descontados de ese monto. 


En síntesis, hemos tratado de presentar en el documento una descripción de nuestra situación - 
que, como dijimos, se viene extendiendo desde hace más de diez años- y de ser lo más objetivos posible 
en cuanto a las propuestas a elevar al Parlamento. 


Queremos destacar que ha habido distintas iniciativas de las autoridades del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, con la intención de solucionar este tema. Dichas autoridades, atendiendo a 
la realidad de estas situaciones, plantearon un artículo para la Rendición de Cuentas que, según tenemos 
entendido, no fue aceptado por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, por lo que hoy no está incluido 
en el proyecto a consideración. A su vez, el gremio ha apoyado estas situaciones y ha planteado al 
Parlamento la necesidad de que se clarifiquen para la próxima Rendición de Cuentas. 


Por otra parte, quisiéramos decir que en oportunidad de la creación de las Comisiones 
paritarias del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca -conformadas en atención a lo previsto por 
el artículo 7%- se analizaron todas nuestras situaciones, se evaluaron los antecedentes y, teniendo en 
cuenta la naturaleza real de nuestro vínculo -lo que sucede realmente en la práctica, independientemente 
de la forma o de la modalidad que haya utilizado el Ministerio para plasmar nuestra relación funcional- se 
concluyó que se configuraban a nuestro respecto las hipótesis plasmadas en el artículo 7” de la Ley de 
Presupuesto. No obstante ello, por criterios que desconocemos, hace unos días se nos informó que ese 
criterio no iba a ser aplicado o sea que no íbamos a estar comprendidos en el artículo 7*, sino en el 8%. A 
nuestro entender, cuando el legislador elaboró estas disposiciones, pretendió contemplar dos situaciones 
completamente distintas. El artículo 7” había sido destinado a aquellas personas que tuvieran un vínculo 
permanente con el Estado, una relación de dependencia real en los hechos, independientemente de la 
figura; por su parte, el artículo 8% pretendía resolver aquellas situaciones enmarcadas en proyectos o 
programas de cooperación con organismos internacionales y la única condición que establecía era estar 
vinculado con cualquiera de los Incisos de la Administración Central a diciembre de 2005 a través de un 
organismo internacional. 


En definitiva, consideramos que son dos hipótesis completamente diferentes y la intención que 
se tuvo con la aprobación del artículo 7", de resolver la caótica situación existente en materia de servicios 
personales en la Administración Pública -tal como surge de las propias versiones taquigráficas de estas 
Comisiones- realmente no se ha materializado en la práctica. Todo esto llevó a que hoy nos encontremos 
en una situación de total incertidumbre, que continuemos prestando nuestras funciones, marcando las 
tarjetas y participando en ámbitos nacionales e internacionales en representación del Ministerio pese a que, 
como decía, nuestro contrato haya finalizado en el mes de junio del presente año. 


Evidentemente, creemos que de parte de la Administración no existe la obligación de tener dentro 
de su personal a gente que no quiere tener. En tal sentido, nosotros no podemos obligarla a contratar, pero 
sí consideramos que tenemos derecho a exigir que, una vez obtenido el pronunciamiento de la 
Administración y evaluados los antecedentes, se apliquen a nuestro respecto las disposiciones legales 
vigentes. Ahora bien, si ellas no resultan suficientemente claras u otorgan un nivel de discrecionalidad muy 
amplio, pensamos que se deben proyectar las modificaciones que correspondan. 


Antes de ingresar a Sala hablábamos de que, increíblemente, cuando el Estado actúa como 
fiscalizador de la actividad de los particulares y, principalmente, de las empresas, aplica un criterio bastante 
rígido y estricto en cuanto al cumplimiento de las normas laborales, los convenios colectivos y las normas 
constitucionales vigentes. Además, proliferan las sentencias del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
que, haciendo uso del principio de primacía de la realidad -independientemente de la forma que utilice el 
empleador para encubrir una verdadera relación de subordinación- aplican esos criterios. Cabe aclarar que 
no sucede lo mismo cuando el Estado actúa como empleador. 


Realmente nos duele mucho esta situación, porque estamos bastante vinculados con la temática 
de los servicios agrícolas. Muchos de nosotros actualmente nos ocupamos de encargaturas de 
determinadas áreas y actuamos -como decíamos anteriormente- en representación del Ministerio en las 
distintas instancias. Pese a ello advertimos que, al menos en la esfera del Poder Ejecutivo, aún no se ha 
resuelto este tema, que cada vez lleva a una mayor confusión. 


Quedamos a disposición de los señores Senadores para evacuar alguna duda que puedan tener 
respecto a nuestro planteo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea informar que ha sido repartido el material suministrado por la 
delegación que hoy nos visita y, en tal sentido, la Comisión se compromete a analizarlo en profundidad a la 
hora de la consideración del articulado del proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 


La Subcomisión de la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda les agradece la 
presencia en este ámbito. 


(Se retira de Sala la delegación de funcionarios contratados de la Dirección General de Servicios Agrícolas, 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Federación de Funcionarios de Salud Pública) 


La Subcomisión de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado de la 
República tiene el agrado de recibir a una delegación de la Federación de Funcionarios de Salud Pública, 
integrada por el señor Alejandro Laner, Secretario del Interior; el señor Pablo Cabrera, Secretario de 
Organización; el señor Ángel Batalla, Secretario de Salud y la señora Gabriela García, Secretaria de 
Presupuesto, quienes han solicitado ser recibidos por este Cuerpo a efectos de realizar un planteo que, con 
gusto, escucharemos. 


Como nuestros visitantes ya conocen cuál es la metodología de trabajo de esta Subcomisión, sin 
más y reiterándoles la bienvenida, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR CABRERA.- Soy Secretario de Organización de la Federación de Funcionarios de Salud Pública. 


Agradecemos la oportunidad que se nos brinda de poder hacer los planteos que consideramos 
pertinentes, pues a nivel del sindicato hemos tenido ocasión de discutir y reflexionar acerca de los artículos 
que nos han llegado de esta Rendición de Cuentas. Entendemos que ha sido muy importante haber 
contado con este material, que analizamos, ya que los trabajadores tenemos aportes que realizar que, 
creemos, que pueden ser tomados en cuenta. 


A continuación, la señora Gabriela García, encargada del Presupuesto será nuestra vocera para 
realizar los planteos de la Federación. 


SEÑORA GARCÍA.- En mi calidad de Secretaria de Presupuesto de la Federación, les agradezco por 
recibirnos en la mañana de hoy. 


Concurrimos a este ámbito como representantes de los trabajadores del Ministerio de Salud 
Pública, porque nos ha llegado el primer escrito de la Rendición de Cuentas que está en discusión. Allí 
encontramos que no se ha respetado el compromiso que teníamos en la Ley de Presupuesto, planteado 
entre las autoridades del Ministerio de Salud Pública y la Federación de Funcionarios de Salud Pública. No 
hemos visto reflejadas en los papeles ninguna de las reivindicaciones que vienen haciendo los trabajadores 
de Salud Pública desde hace muchos años. 


También queremos señalar que discrepamos con algunas disposiciones específicas, como el 
artículo 28 y el 32, que refieren a características generales amparando desde el Inciso 02 al 15. Nosotros 
especificamos que somos el Inciso 12 y en ninguno de esos dos artículos encontramos contemplada la 
realidad del Ministerio de Salud Pública. En el artículo 28 encontramos un texto que dice: “Autorízase a los 
jerarcas de los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional a redistribuir dentro del mismo Inciso, personal de 
sus dependencias,...” Consideramos que aquí hay un vicio, pues este es un artículo muy amplio. Inclusive, 
deja marcado lo siguiente. Nosotros, como funcionarios de Salud Pública, siempre hemos sido respetados 


en cuanto al radio que tenemos dentro de la Unidad Ejecutora y la vivienda del propio trabajador. Acá nos 
encontramos con que el jerarca ampliamente puede hacer una redistribución del funcionario y no nos 
manifiesta que se respete el límite territorial que siempre se tuvo en cuenta hasta ahora. 


Por otro lado, nos encontramos con un movimiento de escalafones. Si bien estamos de acuerdo 
con ello, no está reglamentado, por lo que el jerarca puede por diferentes motivos cambiar a un funcionario 
de un escalafón a otro sin respetar la carrera administrativa del resto de los trabajadores. 


Por su parte, en el artículo 32 se dice que “Los funcionarios que ocupen cargos presupuestados 
en los Escalafones B, C y D, en los Incisos 02 a 15, podrán optar por ser designados en cargos del 
Escalafón A o B...” Como funcionarios de Salud Pública, nosotros exigimos que ese artículo tenga un 
cambio, dado que nos faltan Escalafones como el R -que es un Escalafón residual- el F y el E. En 
definitiva, no debería nombrarse ningún Escalafón por tratarse del Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR RUBIO.- Debemos aclarar que la Oficina Nacional del Servicio Civil y el Ministerio ya aceptaron 
que, en realidad, aquí se habían omitido los Escalafones E y F. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como informa el señor Senador Rubio, los Escalafones E y F han sido 
incluidos en el articulado. 


SEÑORA GARCÍA.- A su vez, el R también debería ser incluido, porque es un Escalafón residual del 
Ministerio de Salud Pública. Si bien fue creado no hace muchos años, allí todavía hay personal y la gran 
mayoría de sus funcionarios pertenecen al área de informática. 


El otro tema que veníamos a plantear tiene que ver con el compromiso que habían asumido las 
autoridades del Ministerio de Salud Pública con la Federación de Funcionarios de Salud Pública, lo que fue 
planteado a su tiempo en esta misma Comisión para la Ley de Presupuesto. Ahora nos encontramos con 
que en este proyecto de ley que está a consideración no aparece nada cuando la Cartera se había 
comprometido a que todo lo que no ingresara en la Ley de Presupuesto formaría parte de la Rendición de 
Cuentas. Le cedería el uso de la palabra al compañero Ángel Batalla para que haga una síntesis, por el 
escaso tiempo que tenemos, de cuáles son los compromisos que tuvimos con el Ministerio de Salud 
Pública. 


SEÑOR BATALLA.- Les agradecemos por darnos la oportunidad de estar hoy aquí. La compañera 
hacía mención a un tema concreto, es decir que se acordó con el personal médico una serie de aumentos 
salariales en valor hora. Uno de ellos se concretó a partir del mes de julio y el otro se hará en enero, lo que 
está firmado por el propio Presidente de la República. A su vez, el Ministerio de Salud Pública acordó - 
porque así se venía negociando- que el resto de los funcionarios no médicos iban a recibir el mismo 
porcentaje de aumento y en el mismo momento. Se dio en esta oportunidad a partir de julio, pero no vemos 
reflejado los recursos económicos para que el mismo porcentaje que van a recibir los médicos, de $ 90 a $ 
125 la hora -que es un poco más del 39%- vaya también al funcionariado no médico. Entendemos que los 
compromisos se hacen para ser cumplidos y que el personal médico, junto al resto de los funcionarios no 
médicos, componen el equipo de salud. Y, en ese sentido, todos somos funcionarios y todos estamos 
sumergidos. Por tanto, reclamamos y hacemos hincapié en cifras que, sin lugar a dudas, pueden 
considerarse abultadas por la cantidad de funcionarios que somos, pero también hay que tener en cuenta 
que, desde el punto de vista salarial, estamos sumergidos. 


Junto a esto, también tenemos un compromiso de las distintas Administraciones ministeriales, 
pero nunca hemos logrado el objetivo ni frente al Poder Ejecutivo ni a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 
Es decir, durante años los funcionarios de Salud Pública fuimos percibiendo salarios en virtud de nuevos 
renglones, alguno de los cuales son de hasta $ 100. La mayoría de los renglones que componen nuestro 
salario, son comunes y permanentes a prácticamente todos los funcionarios del Inciso. Entonces, para 
pagar a los trabajadores -sobre todo a los hospitalarios, que trabajan 365 días al año, las 24 horas del día 
y, por tanto, tienen extensiones horarias, como el llamado “sexto día” y también en los hospitales del 
interior hacen extensiones horarias no sólo de 36 horas, sino de 40 y 48 horas- ese complemento salarial 
por extensiones horarias, no se toman todos los renglones permanentes y fijos, sino que sólo se tienen en 
cuenta dos de ellos: sueldo base y aumento adicional. [Es decir que si un funcionario percibe, en la 
totalidad del salario, $ 6.000, se le toman $ 1.000 para pagarle ese complemento de un 20%. Igual ocurre 
para el 33% de 40 horas semanales, como el 20% más el 33% de las 48 horas semanales. En 


consecuencia, el funcionario se ve despojado de un salario que debiera poseer por esa extensión horaria, 
en forma permanente y solamente se denota esa injusticia cuando falta un sábado o un domingo. 
Entonces, ahí le caen, con las generales de la ley, con un descuento que es 6 ó 7 veces mayor de lo que le 
paga la Administración. Creemos que eso debe regularizarse, en el sentido de que, tanto en las 
complementaciones por extensiones horarias como en el trabajo por nocturnidad, que se cobra un 30% en 
aquellos que trabajan entre las 21 horas y las 6 horas, se tomen todos los renglones fijos y comunes que 
tiene el funcionariado de Salud Pública, a los efectos de corregir esta irregularidad que data de años y tiene 
una larga trayectoria. 


Igualmente ocurre con el artículo 26, es decir, la máxima compensación al grado. Este artículo, 
históricamente, permitió su topeo, pero en Salud Pública nunca lo vimos topeado. En su momento, 
mediante una ley, sí se utilizaron recursos de la productividad, que cobramos nosotros, para topear. Se 
topean las Unidades 01 y 070 y se aumenta en parte la 068, pero no así a las Unidades Ejecutoras de 
ASSE, que son los servicios asistenciales. Y acá hay un ejemplo, que no lo voy a decir, porque ustedes lo 
van a ver, sobre cuál es la gran diferencia que existe, es decir que hay una tremenda desigualdad. Por eso 
siempre hemos planteado la necesidad de contar con mayores recursos. Pero también decimos que si esos 
recursos no existen, que se tome el dinero de nuestras propias retribuciones -me refiero a la productividad- 
que, aunque en algunos grados no va a alcanzar para lograr el topeo, sí va a permitir acercar la gran 
diferencia que se establece en el artículo 26. A nuestro juicio, este sería un camino hacia el topeamiento a 
los efectos de terminar con esas desigualdades salariales dentro del propio Inciso. Igualmente nos 
compete reclamar a este Parlamento un estudio sobre la antiguedad de los funcionarios. En la actualidad, 
tener antigúedad es como un castigo, porque antes cobrábamos un 2% por este concepto a partir del 
segundo año de trabajo de acuerdo al Salario Mínimo Nacional. Entonces, nos cambian el relacionamiento 
de liquidación de nuestro porcentaje lo que, de alguna manera, nos hace rehenes de cambios que el 
Ministerio de Economía y Finanzas pueda otorgar a estas bases de retribuciones. Por lo tanto, solicitamos 
que se tomen los verdaderos salarios de los funcionarios -me refiero a todos aquellos que estén sujetos a 
Montepío- y, de ahí, se fije el porcentaje y se vea cómo realmente se va a llegar a la retribución por 
antigúedad de los funcionarios de Salud Pública. Además, en otros organismos sucede que la antigúedad 
está sujeta al propio salario del trabajador y, por lo tanto, no sufre por voluntad de nadie inequidades 
permanentes como está sucediendo con nosotros. 


Creemos que en una síntesis muy apretada hemos podido plantear los grandes puntos que nos 
inquietan. Si los señores Senadores desean hacernos alguna pregunta, estamos a las órdenes. 


SEÑOR CABRERA.- Quisiera realizar una pequeña apreciación en cuanto al planteo del señor Senador. 
Estamos completamente de acuerdo con lo que expresó la señora Ministra de Salud Pública cuando 
compareció ante este Parlamento. En esa oportunidad planteó la omisión de los escalafones E y F. 
Cuando se realizó la negociación colectiva en el Edificio Libertad, se presentó la misma propuesta y 
también estaban de acuerdo en la necesidad de incluirlo. 


Lo que planteamos nosotros como trabajadores es la necesidad de ampliar a todos los 
escalafones, en particular, por lo que significa el funcionamiento del Ministerio de Salud Pública. Por 
ejemplo, funcionarios que hoy pueden estar en el escalafón Oficios, también podrían estar pasando al 
escalafón F - Auxiliar de Servicio. Ello es así, porque los compañeros que desempeñan esa tarea 
necesariamente deben tener un certificado habilitante que garantice la idoneidad en el cargo que van a 
tener y, por lo tanto, una carrera administrativa en el escalafón que corresponda. Si bien la remuneración 
no tenga mucha diferencia, sí existe en lo que tiene que ver con la carrera administrativa. Por esta razón, 
solicitamos que se revea esta situación y que se hable de todos los escalafones sin poner uno en particular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no tienen preguntas para formular, agradecemos a la 
delegación de funcionarios de Salud Pública por haber concurrido a la Comisión y nos comprometemos a 
estudiar los planteos que han realizado y en su oportunidad recibirán una respuesta con motivo del 
tratamiento de la Rendición de Cuentas. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Federación de Funcionarios de Salud Pública.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal.) 


La Subcomisión de la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda del Senado de la 
República tiene el agrado de recibir en la mañana de hoy a la Asociación de Magistrados del Ministerio 
Público y Fiscal que han solicitado ser recibidos con motivo del tratamiento de la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal del Ejercicio 2005, remitido por el Poder Ejecutivo. Dicha delegación 
está encabezada por la doctora Mirtha Guianze, quien viene acompañada por los doctores Enrique 
Rodríguez y las doctoras Silvia Nipoli Corney, Martha Giordano, Graciela González, Jacqueline Castelli y 
Nelly Pitterly. 


Como ya a la delegación se le ha explicado el mecanismo de trabajo de la Comisión, le damos la 
palabra a la doctora Mirtha Guianze. 


SEÑORA GUIANZE.- Antes de comenzar nuestra exposición, queremos agradecer a la Comisión por 
recibimos. 


La inquietud que venimos a presentarles es una cuestión que hemos planteando desde hace 
mucho tiempo atrás, por lo que podemos decir que más bien se trata de una reiteración. En esta Rendición 
de Cuentas no se recogió la reiterada solicitud de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación 
de crear cinco Fiscalías: cuatro de ellas para violencia doméstica y la restante para menores. Ya se había 
realizado este petitorio en el Presupuesto Quinquenal y esta misma preocupación la venimos a trasmitir 
ahora. 


Esas cinco Fiscalías propuestas no implicaban algo trascendente sino, simplemente, ponerse a 
tono con la estructura actual del Poder Judicial y posibilitar el cumplimiento de las funciones que nos fueran 
impuestas por la Ley N* 17.514 de Violencia Doméstica y por la vigencia del Código de la Niñez y la 
Adolescencia. En la actualidad es prácticamente imposible cubrir estas áreas, por lo que la administración 
de justicia se ve resentida. 


La aprobación de la Ley de Violencia Doméstica así como el Código de la Niñez y la 
Adolescencia impusieron al Ministerio Público otras funciones que no tenía, pero hasta el presente no se 
ha logrado la creación de las Fiscalías especializadas en violencia doméstica. No obstante ello, se crearon 
cuatro Juzgados de Violencia Doméstica por una Ley especial, la N* 17.707, que comenzaron a actuar en 
diciembre de 2004. 


Esto es algo que ya mencionamos cuando se estaba discutiendo el proyecto de ley de 
Presupuesto -por lo que podemos ser reiterativos- pero me interesa que los señores Senadores sepan que 
las 14 Fiscalías Civiles que tenemos trabajan con 28 Juzgados de Familia, 4 Juzgados de Violencia 
Doméstica, 2 Tribunales de Familia, además de los 38 Juzgados de Paz Departamentales de la capital, 
Juzgados Letrados de lo Civil, de Trabajo, de Concursos, etcétera, que requieren, todos ellos, la 
intervención del Ministerio Público como auxiliar del Juez. A ello se suma la función que debe desempeñar 
el Fiscal ante la Dirección General del Registro de Estado Civil. 


Este cúmulo de competencias ha determinado un incremento de la labor que se debe cumplir y 
se dificulta atender adecuadamente los requerimientos exigidos por la nueva legislación, resintiendo, en 
consecuencia, el trascendente rol de representante de la sociedad que los Fiscales poseen en mérito a su 
Ley Orgánica. 


La aspiración que teníamos en el Presupuesto -a pedido de los Fiscales en lo Civil- era que se 
habilitaran esas cinco Fiscalías, pero con eso no se mantenía la similitud con el Poder Judicial, porque en 
éste se crearon varios cargos. Lo único que se procuró en aquel momento fue que hubiera una cierta 


similitud con lo que ya estaba. Al no crearse ninguna de las Fiscalías solicitadas se han venido dando 
algunos inconvenientes. 


Lo que queremos puntualizar es lo siguiente: en todas las gestiones que cumplimos, tanto en la 
instancia del Presupuesto como en el trámite de la Rendición de Cuentas a todo nivel -es decir, ante los 
Ministerios de Educación y Cultura y de Economía y Finanzas y el Poder Legislativo- se llegó a la 
conclusión de que podía haber una solución transaccional y provisoria de crear dos Fiscalías de Violencia 
Doméstica que servirían para palear, en alguna medida, ese déficit. Sin embargo, cuando cotejamos el 
proyecto de ley nos dimos cuenta que ni siquiera esas dos Fiscalías de Violencia Doméstica fueron 
tomadas en cuenta. 


Como los señores Senadores saben, en este momento hay una grave problemática con los niños 
en situación de riesgo que deben atender los Fiscales de lo Civil -luego ellos explicarán mejor su 
competencia en ese aspecto- y en tanto representantes de la sociedad, es nuestra obligación poner en 
conocimiento de este Cuerpo que nosotros, con los recursos humanos que contamos, no atendemos en 
forma adecuada esos casos. Me estoy refiriendo tanto a los casos de violencia doméstica como a la 
situación de los niños y adolescentes. 


Finalmente, queremos señalar que esas Fiscalías podrían instrumentarse con un gasto mínimo y 
que el Ministerio Público ha sido postergado en forma reiterada en cuanto a creación de cargos. En este 
sentido cabe señalar que no se crean Fiscalías Nacionales desde 1996, es decir, desde hace una década. 
La última vez que se creó ese tipo de cargos fue en enero de 1996, a través de la Ley N* 16.736. A este 
respecto, quiero aclarar que en el disquete que entregamos a los señores Senadores esa fecha está 
equivocada y en lugar de 1996 dice 2006. 


Ahora, dejo en el uso de la palabra a los Fiscales Civiles para que puedan explicar mejor la 
situación. 


SEÑORA CASTELLI.- Buenos días. 


Soy la titular de la Fiscalía Nacional en lo Civil de 14* Turno. Quisiera referirme a algo práctico, 
porque el tiempo nos apremia y quizás con ejemplos puedan entender mejor el tema. Mi Fiscalía fue 
creada el 1? de noviembre de 2002 por supresión de un cargo de Fiscal Nacional en lo Penal. Yo actuaba 
en materia Penal y, con el advenimiento de la Ley de Violencia Doméstica, se resolvió que era necesario 
para los Fiscales Civiles contar por lo menos con un Fiscal Nacional Civil más que pudiera colaborar en 
esta materia. La solución que tuvimos fue la que, lamentablemente, ha sido el recurso en los últimos 
tiempos: suprimir un cargo para crear otro. Así comenzó a funcionar mi Fiscalía. 


En ese momento, había 14 Fiscales Nacionales en lo Civil y trabajábamos con una ley que recién 
se empezaba a aplicar y con un Poder Judicial que no había creado Juzgados de Familia Especializados. 
Eso nos permitió cubrir durante algún tiempo -personalmente, así lo hacía con mi equipo fiscal- la totalidad 
de las audiencias que se cumplían en una semana en esta materia -que, a veces, ascendían a 70 
audiencias- pero el fiscal las hacía todas. Esto está registrado en mi Fiscalía. 


Sin embargo, una vez que se crearon los Juzgados de Familia Especializados, la modificación 
que se realizó en el régimen de trabajo fue la siguiente. Los 28 Juzgados de Familia dejaron de tener esa 
competencia en materia de familia especializada, trasladándosela a los Juzgados de Familia 
Especializados creados, con lo cual se nos suman cuatro Juzgados. Pero el Fiscal -que antes podía 
constituir esas audiencias y trabajar durante toda la semana- ahora tiene a los Juzgados de Familia 
comunes trabajando a ritmo normal -ese ritmo se mantiene, porque ya no tienen competencia por razón de 
turno- y, a su vez, tiene 4 Juzgados de Familia Especializados trabajando en régimen de audiencia 
permanente. 


En la mayoría de los casos, un Fiscal tiene un adjunto y un técnico, por lo cual no podemos entrar 
a cuatro audiencias simultáneas, porque somos tres. Si durante toda la semana cubrimos las audiencias de 
familia especializadas, nos encontramos con un despacho desbordado de expedientes de una semana, un 
caudal de por lo menos 50 expedientes diarios y en un régimen de subrogación. En realidad, somos 14 
cargos de Fiscales de los cuales actualmente sólo trabajamos 11. La doctora Fajardo está cumpliendo 


funciones en la Fiscalía de Corte, el doctor Brovia renunció -el cargo está vacante- y, lamentablemente, 
este año sufrimos la pérdida de la doctora Norma Carrasco. 


El régimen de trabajo diario de un Fiscal es estar desbordado de expedientes de situaciones muy 
delicadas que hay que solucionar rápidamente, conforme a la ley. Tiene un plazo de tres días para 
expedirse o, como máximo, veinte días -corridos, no hábiles- y la realidad es que ya no podemos. 
Personalmente, estoy en la segunda semana de subrogación de la Fiscalía Nacional de 6% Turno, 
paralelamente atiendo el despacho de 14* Turno y sé que el próximo mes tendré mi turno de violencia 
doméstica. 


Estamos desbordados de trabajo y nos damos cuenta de que eso está conspirando contra el 
cumplimiento adecuado de la tarea, que es lo que uno desearía, no sólo por razones de responsabilidad, 
sino también de humanidad. Elegimos hacer esto y queremos hacerlo bien, cumpliendo con la sociedad, 
como lo merece. En lo personal, me doy cuenta de que, además de estar tremendamente cansada, el buen 
cumplimiento que antes tenía, no lo puedo realizar; y, a veces, tengo que decirle a la gente que no puedo 
quedarme a la audiencia, cuando debería hacerlo. El Juez sabe que el Fiscal no puede estar y pone que no 
cuenta con la presencia del Ministerio Público. Sabemos que legalmente tenemos que estar, pero lo que 
ocurre en la práctica es que no podemos estar en todas partes. 


Insistimos en la creación de los cargos, porque son una necesidad y no un lujo que quiera darse el 
Ministerio Público. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quisiera saber si me pueden dar una idea -aunque sea gruesa- del costo de 
esta creación. 


SEÑORA GUIANZE.- No tengo idea del costo, pero en la Ley de Presupuesto nosotros habíamos 
manifestado que nuestra propuesta se podía reducir a un Fiscal y un Fiscal Adjunto para cada Fiscalía y 
que la Suprema Corte de Justicia -ya habíamos hablado con algún integrante de la Comisión Especial para 
Violencia Doméstica, en especial con el doctor Pérez Manrique y con el doctor Bruno, que es un Defensor 
de Oficio- podría prestarnos un espacio físico para funcionar. Más adelante veríamos cómo se solucionaba 
el tema del Secretario Letrado y si se podía contar también con algún funcionario administrativo, puesto 
que no se necesitan tantos, porque lo que se cubren son audiencias. Por lo tanto, tratamos de reducir 
nuestro pedido al mínimo para que, por lo menos, quedaran esos cuatro cargos y pudiéramos conseguir 
que la Suprema Corte de Justicia nos facilitara un local. Reitero que no puedo dar un detalle de los costos 
en este momento. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hice esta pregunta, porque como estamos tratando una Rendición de Cuentas 
y manejando volúmenes de dinero, los números importan. Si bien hay aspectos que requieren iniciativa del 
Poder Ejecutivo, nosotros podemos variar la distribución. Por tanto, sería importante que pudieran 
acercarnos un número aproximado sobre este punto, ya que nos permitiría trabajar en el tema. 


SEÑORA GUIANZE.- Vamos a pedir a Servicios Administrativos que hagan un cálculo anual del sueldo de 
dos Fiscales Nacionales y dos Fiscales Adjuntos. Esos son los cargos que consideramos indispensables. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Con relación a este tema, quisiera hacer una acotación que quizás sea de utilidad 
para la señora Senadora Topolansky. 


El Parlamento y en especial la Cámara de Senadores, ya se han demostrado sensibles a este 
tema. Como ustedes recordarán, el año pasado, en oportunidad de votarse la Ley de Presupuesto, en la 
sesión extraordinaria del 23 de noviembre -fue la sesión número 60- ante una iniciativa del Partido 
Nacional que presentó un aditivo proponiendo la creación de esta fiscalía, se formalizó un debate. Si bien el 
aditivo se votó y el resultado fue negativo, se generó un debate en el que se produjeron valiosas 
intervenciones como, por ejemplo, la de los señores Senadores Gallinal, Vaillant, Long y la de la señora 
Senadora Percovich. Finalmente, de las actas surge que existió una especie de acuerdo y, en ese sentido, 
me parece importante leer la versión taquigráfica de lo expresado por la señora Senadora Percovich, quien 
lamentablemente no está presente en este momento. En esa ocasión, la señora Senadora dijo: ...'hemos 
acordado” -queda claro que estamos hablando de la Fiscalía de Violencia Doméstica- “con el Ministerio de 
Economía y Finanzas para que,”... “se otorguen los fondos, por lo menos, para la creación aunque sea de 
dos cargos de Fiscalías especializados en violencia doméstica. Incluso, existe también un acuerdo con la 


Suprema Corte de Justicia en el sentido de coordinar las acciones para darle a esas Fiscalías las 
infraestructuras y los locales necesarios, sin generar tanto gasto.” 


Luego del aporte de la señora Senadora Percovich el debate finalizó, hubo una intervención del 
señor Senador Gallinal en la que manifestó encontrarse satisfecho con esto y el tema quedó para 
considerarse en la Rendición de Cuentas. Esto es muy importante, porque de no votarse en esta instancia, 
el asunto quedaría postergado para otra Rendición de Cuentas; y no hay que olvidar que la del 2007 recién 
tendrá vigencia en el 2008. Esta situación, que está presente desde el 2003 y se viene agravando, surge 
como producto de la aprobación de la Ley N* 17.707, a la que hacía referencia la doctora Guiance, por la 
que se crearon cuatro Juzgados para atender los casos de violencia doméstica, cargos de Defensores de 
Oficio, de Actuario y de funcionarios para dichos juzgados, pero quedó en el tintero la otra pata del tripode 
en que se apoya el sistema -que es el Ministerio Público- que tiene nada menos que intervención 
preceptiva en el tema de la violencia doméstica. Nosotros confiamos en que el Senado -que tiene las 
herramientas necesarias para actuar y en base a lo hablado y acordado el año pasado- podrá aportar la 
solución a este tema. 


SEÑORA TOPOLANSKdY.- Simplemente, quisiera dejar una constancia. 


Es muyy cierto lo que se ha dicho, no sólo porque es lo que surge de la versión taquigráfica, sino 
también porque este fue un tema muy discutido; incluso, algunos de nosotros teníamos la esperanza de 
que apareciera en la Rendición de Cuentas. Solicité el costo de esto, porque para negociar se necesita 
saber cuáles son los números que se manejan; de cualquier manera, los voy a buscar entre algunos 
papeles que tengo guardados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Asociación de Magistrados del 
Ministerio Público y Fiscal. Los petitorios realizados serán considerados y, oportunamente, se hará saber el 
resultado de los mismos. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal) 


(Ingresa a Sala una delegación de funcionarios del Ministerio de Economía y Finanzas) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda del 
Senado de la República tiene el agrado de recibir a una delegación de funcionarios del Ministerio de 
Economía y Finanzas, que ha solicitado concurrir aquí a los efectos de considerar el Proyecto de Rendición 
de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal Ejercicio 2005, remitido por el Poder Ejecutivo. La 
delegación está integrada por: Zully Berriel, Graciela Difilipo, Guillermo Parada, José Etcheverry, Graciela 
Loureiro, Carlos Acosta, Graciela Mesa y Washington González. 


Con mucho gusto les damos la palabra. 
SEÑORA DIFILIPPO.- Ante todo, queremos agradecer que nos hayan recibido en esta Comisión. 


Señores Senadores: somos funcionarios del Ministerio de Economía y Finanzas, contratados con 
carácter permanente. Nos presentamos ante ustedes para exponer la grave problemática que se 
produciría de aprobarse el artículo 34 proyectado en la Rendición de Cuentas. 


A efectos de la comprensión de la situación que se generaría, es importante recordar que en las 
últimas tres décadas, una de las modalidades de ingreso a la función pública fue a través de contrataciones 
anuales, las que luego, dependiendo de la Repartición, se convertían en relaciones presupuestales o 
continuaban siendo contrataciones de carácter permanente. Esta dicotomía en cuanto a la modalidad de 
relación laboral ha variado según el lugar de trabajo al cual ha ingresado cada uno de nosotros, ya que 
provenimos de distintos Incisos, Unidades Ejecutoras, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y 
otras leyes especiales. Con el tiempo, mucho de los funcionarios que ingresaron como contratados fueron 
presupuestados en el último grado ocupado por serie, dependiendo muchas veces de la normativa vigente 
y específica y, en otros, de la voluntad política que había en cada lugar. En estos casos, el cambio de 
naturaleza no generó situaciones explícitas de lesión de derechos, ni para los que ya eran presupuestados, 
ni para quienes ingresaban en esa instancia. En nuestro caso particular, tratándose de funcionarios que, en 
su mayoría, tenemos entre 15 y 34 años de trabajo, consideramos que hemos estado trabajando en el 
lugar equivocado, ya que continuamos siendo contratados con carácter permanente, mientras que 
funcionarios ingresados en los mismos años o posteriores fueron presupuestados sin tener que llegar a 
ocupar el último grado del Escalafón, tal como se propone en el referido artículo 34 que, de aprobarse, nos 
colocaría en una situación absolutamente injusta. Desde el punto de vista de la carrera administrativa, no 
vemos la posibilidad de llegar, antes de jubilarnos, al grado y al puesto de jerarquía que tenemos 
actualmente, ya que las vacantes que se generan son muy pocas. 


Si bien sabemos que un argumento no menor es el de la lesión de derechos de los actuales 
funcionarios presupuestados, que son nuestros compañeros, entendemos que también existe, por lo 
menos, daño moral hacia nosotros al bajar tan abruptamente de grado. 


Por otra parte, muchos de nosotros hemos entrado a la Administración por concurso abierto y 
público, convocado por algún diario de circulación nacional y, en muchos lugares, los contratados teníamos 
ascensos al igual que los presupuestados. 


Otro punto no menor del artículo 34 es la diferencia que se plantea con nuestros sueldos. En 
primer término, la gran mayoría perderíamos 10 grados; nótese la diferencia entre el sueldo básico del 
último grado que se proyecta y lo actualmente percibido. 


En segundo lugar, cabe indicar que esa diferencia se volcaría a una compensación personal 
transitoria que, en muchos casos, representa de un 50% a un 70% de la retribución actual. Aunque esa sea 
la denominación del objeto del gasto y se absorban los posibles e inseguros ascensos, nadie nos puede 
garantizar que la palabra “transitoria” no se transforme en el futuro en una retribución a eliminar por el 
hecho de que va a ser transitoria. Esta situación trae aparejados, además, perjuicios económicos, ya que 
tenemos partidas de retribución que representan una porción importante del sueldo y se distribuyen de 
acuerdo con el grado. Estas retribuciones se perderían con la aplicación del artículo 34 propuesto por la 
Oficina Nacional del Servicio Civil o se reducirían sustantivamente causando una disminución importante 
en nuestros ingresos actuales. En el caso del Ministerio de Economía y Finanzas, estos conceptos son, por 
ejemplo, el Fondo del 5% previsto en el artículo 169 de la Ley N* 16.170 y reglamentado por el Decreto N* 
177/2006, así como en el artículo N* 156 de la Ley N* 16.736. 


Desde el punto de vista de las funciones, el artículo establece que éstas se seguirán 
desempeñando interinamente hasta su provisión definitiva. Esto implica que lo más probable es que 
también nuestras funciones se vean degradadas con relación a nuestra posición actual en las estructuras 
de las Unidades Ejecutoras y signifiquen un desaprovechamiento de la formación que hemos adquirido 
hasta el momento, ya sea la que nos ha dado la propia Administración o la que hemos adquirido por 
nuestra propia voluntad, para la cual hemos invertido tiempo y dinero. Quiero aclarar este punto 
personalmente. La Oficina Nacional del Servicio Civil da prioridad a los presupuestados para hacer cursos. 
En mi caso particular he consultado para hacerlos, pero por ser contratada permanente se me ha negado la 
asistencia, motivo por el cual he invertido -como también lo han hecho otros compañeros- tiempo y dinero 
para realizarlos. Este desaprovechamiento en nuestra formación resultaría en un daño moral real. 


En resumen, no se percibe claramente una intención positiva en el texto de este artículo 34 sino 
que, por el contrario, se estarían lesionando los derechos de quienes trabajamos a la par de nuestros 
compañeros presupuestados durante muchos años y que asumimos responsabilidades acordes a la 
función que ostentamos. 


Por lo tanto, queremos entregar a los señores Senadores dos propuestas que modificarían 
sustancialmente el proyectado artículo 34 tal como está planteado y creemos que la mayoría de los 
compañeros que están en nuestra situación trabajando en la Administración Central lo acompañarían 
plenamente. 


La mencionada solución proviene de la inquietud de que nuestra larga trayectoria en la 
Administración Pública sea reconocida y respetada de una manera equitativa y racional, basada en la 
recomposición de la carrera administrativa. La primera opción de las dos propuestas sugeridas para la 
redacción del artículo 34, sería la siguiente: “Los funcionarios que desempeñen funciones contratadas de 
carácter permanente en los Incisos 02 al 15 pasarán a ocupar cargos presupuestados de igual grado al 
ocupado como contratado permanente. La presupuestación dispuesta en el inciso anterior mantendrá el 
nivel retributivo de los funcionarios que se incorporan por la presente norma a la carrera administrativa. 
Quedan excluidos de lo dispuesto en el inciso precedente los funcionarios contratados por aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 7% de la Ley No. 17.930 del 19 de diciembre de 2005, los que mantendrán su 
condición de contratados. La Contaduría General de la Nación habilitará los cargos presupuestados 
correspondientes de acuerdo con lo establecido en el inciso primero, procediendo a efectuar las 
trasposiciones de créditos necesarios y realizando todas las acciones pertinentes para la implementación 
de lo dispuesto en el inciso anterior. Los créditos correspondientes a las vacantes existentes en las 
estructuras de funciones contratadas serán suprimidas”. 


La segunda redacción alternativa estudiada sobre la base de una recomposición de carrera 
administrativa, sería la que paso a leer: “Los funcionarios que desempeñen funciones contratadas de 
carácter permanente de los Incisos 02 al 15 pasarán a ocupar cargos presupuestados en los grados que se 
determinen en función de una escala que considere su antigúedad, capacitación y experiencia en las 
funciones correspondientes al cargo. Para la recomposición de la carrera administrativa y para reconstruir 
su nuevo grado presupuestal se tomará la antigúedad y se comparará con sus pares presupuestados, de 
modo que el funcionario quede en una situación semejante a la de los que promedialmente están ocupando 
los grados presupuestados de igual antigúedad, teniendo como límite mínimo el último grado ocupado por 
escalafón y serie de cada Unidad Ejecutora, sin perjuicio de continuar interinamente y hasta su provisión 
definitiva en las funciones que venían desempeñando. La presupuestación dispuesta en el inciso anterior 
mantendrá el nivel retributivo de los funcionarios que se incorporan con la presente norma a la carrera 
administrativa. Una vez adecuada la retribución del funcionario al cargo presupuestado, la diferencia entre 
ésta y su nivel retributivo será asignada como una compensación personal. En el caso de aquellas 
retribuciones cuya liquidación se realiza de acuerdo al grado, para el cálculo de las mismas se tomará en 
cuenta el grado actual contratado con el fin de no causar perjuicio económico. Quedan excluidos de lo 
dispuesto en el inciso precedente los funcionarios contratados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 
7% de la Ley N* 17.930 de 19 de diciembre de 2005, los que mantendrán su condición de contratados. La 
Contaduría General de la Nación habilitará los cargos presupuestados correspondientes de acuerdo a lo 
establecido en el inciso primero procediendo a efectuar las trasposiciones de crédito necesarias y 
realizando todas las acciones pertinentes para la implementación de lo dispuesto en el inciso anterior. Los 
créditos correspondientes a las vacantes existentes en las estructuras de funciones contratadas serán 
suprimidas.” 


Esa es nuestra propuesta. 


SEÑOR RUBIO.- Procurando entender un poco este tema -que ahora no vamos a tener tiempo de 
estudiar- dado que el artículo 34 es “la vedette” en materia de reclamos y polémicas, quiero plantearles 
algunas inquietudes. Ustedes proponen dos alternativas, pero me gustaría saber si tienen costo. 


SEÑORA DIFILIPPO.- No tienen ningún costo. 


SEÑOR RUBIO.- Aclaro, además, que no quisiéramos solucionar algunas situaciones generando al mismo 
tiempo otros conflictos. Entonces, respecto a la unificación de la carrera funcional que se produciría con la 
presupuestación, queremos saber cuál de estas alternativas genera mayores problemas a los 
presupuestados en cuanto a las expectativas de ascenso para los cargos vacantes de la carrera. Este es 
uno de los temas que pueden motivar preocupación para el resto de los funcionarios. 


SEÑORA DIFILIPPO.- Justamente, la primera opción sería la “espejo”, es decir, la situación tal como la 
tenemos ahora y, en ese caso, sí podría ocurrir que se lesionaran las expectativas de los funcionarios 
presupuestados en algún inciso, aunque no en todos. 


La segunda propuesta está considerada de otra manera. Con la cantidad de años de función que 
tenemos a la par de los presupuestados, mientras que ellos pudieron hacer carrera, nosotros no. En tal 
sentido, existe el antecedente de una ley que se utilizó para otro caso y también sirvió con el mismo fin la 
recomposición de la carrera administrativa. Creemos que, con los años que tenemos de trabajo, podemos 
recomponer y no reiniciar una carrera administrativa, lo que es totalmente distinto. Como ya hubo un caso 
de recomposición, lo tuvimos en cuenta y lo tomamos de base para formular un artículo más equitativo y 
racional, de modo que quedemos totalmente conformes y no es tan lesivo ni radical. 


SEÑORA LAUREIRO.- En primer término quiero señalar que dos personas de las que acompañamos al 
Ministerio de Economía y Finanzas, no pertenecemos al él. Hay un funcionario del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería y yo pertenezco al Banco de Previsión Social. Somos funcionarios contratados y, en mi 
caso, tengo 25 años de función pública. Hemos estado viendo este artículo con la misma inquietud y 
consideramos que, si bien los contratados sabemos -y bien que lo sabemos- que no tenemos derecho a la 
carrera administrativa, es cierto que en este momento, de acuerdo al texto propuesto para el artículo 34, 
ingresaríamos por el último grado y que de esa manera se consagraría una situación totalmente injusta, 
dado que muchos llevamos de 15 a 35 años de contrato y, en virtud de esta situación, ingresaríamos de 
igual forma que quien recién está entrando en la función pública. 


Por esta razón, en determinado momento, tratando de encontrar una forma de compatibilizar las 
normas, llegamos a la idea de recurrir al mecanismo que se tuvo en cuenta en su momento en la ley 
relativa a los destituidos, donde se planteó un ingreso y una recomposición simultánea, tratando de que lo 
que se había subido por modificación de contrato en los diferentes organismos, se compatibilizara con el 
mismo tiempo de ingreso a la función pública que tenían en cada institución los funcionarios 
presupuestados y, de esa manera, pudiera establecerse -sí- la creación de un cargo, no ya “espejo” como 
en la primera forma propuesta, sino atendiendo a los mismos ascensos y a la misma evolución que ha 
tenido la carrera administrativa de los presupuestados. 


En la redacción del artículo 34 nosostros veíamos -así lo expresa el informe- además de esta 
circunstancia tan particular en virtud de la cual se nos colocaría en el mismo grado que una persona que 
tiene un año en la función pública -lo cual es injusto- que se trata de una situación excepcionalísima. No 
pretendemos que se nos compare con las personas que fueron destituidas durante la dictadura y se diga 
que es lo mismo, pero sí que se considere que la situación, sin lugar a dudas, es excepcional, porque el 
mecanismo de ingresar a la función pública y mantener personas sin incorporarlas al Presupuesto durante 
35 años, seguramente no es el que hubiera correspondido. Existían disposiciones y normas programáticas 
que tendían a que esas situaciones se hubieran regularizado mucho antes y no ahora. 


Entonces, atendiendo a esta situación es que, concretamente, esperamos que se considere el 
texto del artículo 34. Además, aquí tenemos planteado un tema económico, dado que hay muchas 
compensaciones que se pagan en función a la retribución del grado y, por ello, quienes van al último grado 
sufren un descenso en su retribución. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiero hacer una reflexión. 


Todos estos intentos de regularización, producto de determinados desórdenes en la plantilla 
pública, no van a ser perfectos, porque es muy difícil salir de una situación tan compleja en forma, 
diríamos, absoluta justa. Acá va a haber algunas iniquidades; esto es inevitable. Pero para nosotros prima 
el concepto de que empezamos a salir de una situación que está planteada. 


Quería dejar esta constancia como criterio general, no sólo porque todo el mundo le ha pegado a 
este artículo 34, sino también porque ya sabíamos que esto iba a ocurrir por esa complejidad de formas 
contractuales y de relaciones laborales que hay en el Estado. 


La pregunta concreta que quiero hacer es cuántos funcionarios tenemos en esa situación dentro 
del Inciso. 


SEÑORA BERRIEL.- Hay aproximadamente 190 funcionarios en esa situación. 


SEÑORA DALMÁS..- ¿En un total de cuántos? 


SEÑORA BERRIEL.- En un total de 2.000 funcionarios aproximadamente. 


SEÑORA DALMÁS..- Quiero hacer una apreciación en sintonía con lo que planteaba la señora Senadora 
Topolansky. 


La bancada de Gobierno está analizando esta situación con mucho interés y mucho cuidado, 
porque se ha verificado lo que esto ha venido generando, por lo menos, en los Incisos que hasta ahora 
hemos analizado. Quiere decir que la redacción planteada tiene su repercusión que, tal vez, no sea buena. 
Sin embargo, debo aclarar que la solución quizás no vaya a ser justa ni perfecta por más que mejoremos la 
redacción, como no fue automática, ni justa, ni perfecta la recomposición de la carrera de los funcionarios 
públicos destituidos. En mi caso personal, la reglamentación se hizo a nivel específico de un Ente y tuve 
que concursar para acceder al cargo que me habría correspondido; además, conozco otros casos 
similares. Entonces, tal como no lo fue en aquel momento, tal vez hoy no sea automática la recomposición 
de carrera pero, sin duda, dará lugar a una situación mucho más justa que la que se daría en caso de 
mantenerse la redacción actual del artículo. 


SEÑORA LAUREIRO.- Con relación a la observación sobre la Ley de Restituidos, quiero señalar que, en 
realidad, hubo Comisiones en muchos organismos que estudiaron la recomposición de la carrera en 
función de los puestos que ocupaban los otros funcionarios presupuestados. De pronto, el organismo a que 
pertenecía la señora Senadora no es el mismo en el que nos desempeñábamos muchos de nosotros. Por 
ejemplo, en mi caso personal, pertenecía a PLUNA y en su momento integré, en carácter de contratada, 
una Comisión de Destituidos que se ocupaba de las recomposiciones de carrera, pero nadie tenía que 
concursar para acceder al grado que le habría correspondido; simplemente, se comparaba el caso con la 
situación a la que llegaron los funcionarios presupuestados que habían ingresado en el mismo momento 
que la persona destituida. 


Es lo que quería señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los funcionarios del Ministerio de Economía y 
Finanzas. El documento que trajeron ha sido repartido y ya está en poder de los señores Senadores; se 
discutirá en oportunidad de tratarse el proyecto de ley de Rendición de Cuentas y, oportunamente, recibirán 
una respuesta. 


(Se retiran de Sala los funcionarios del Ministerio de Economía y Finanzas) 


(Ingresan a Sala los funcionarios de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la 
Cámara de Senadores tiene el agrado de recibir a la delegación de funcionarios de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, quienes han solicitado una audiencia, con motivo de estar considerándose en 
la Comisión el proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, Ejercicio 
2005, remitido por el Poder Ejecutivo. 


SEÑORA PELAYO.- Antes que nada, quisiera agradecer a los integrantes de esta Subcomisión el 
habernos recibido. 


Nuestro planteamiento se relaciona con el artículo 34 del proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas, en el cual se expresa que todos los funcionarios contratados en forma permanente por los Incisos 
02 al 15 de la Administración Central pasarán a ser presupuestados. Lo que motivó la solicitud de audiencia 
de nuestra parte es no conocer el alcance exacto de esta medida, ya que de la lectura del artículo no surge 
claramente. Esto realmente nos preocupa, entre otras cosas, porque consideramos que va en contra de 
derechos adquiridos que ya tenemos. 


Con respecto a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en particular, queremos decir que es 
una Oficina que se creó por la Constitución de 1967. Asimismo, por el artículo 29 de la Ley N* 13.640, de 
diciembre de 1967, claramente se establece que los funcionarios de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto prestarán servicios en calidad de contratados o en régimen de comisión. 


En el material que elaboramos -que pasaré a explicar brevemente- hacemos una reseña histórica 
de cómo se ha venido trabajando en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Desde su creación y hasta 
el año 1987, todos fuimos contratados o actuamos en régimen de comisión. Hubo gente que durante veinte 
años hizo su trayectoria, obviamente, sometida a las reglas de juego y a las leyes de entonces y no se 
cometió ilegalidad alguna. 


Recién en 1987, por otra Ley de Presupuesto, se permitió la contratación de los Escalafones C 
“Administrativo” y F “Servicios”, cuya transformación se hizo a modo de espejo, con la salvedad de que en 
el resto de los Escalafones no podría haber mezcla de funcionarios presupuestados y contratados. Esta 
regla, que no fue escrita, funcionó en la Oficina hasta el año 1989, momento en el que comenzaron a regir 
las leyes de redistribución de funcionarios de AFE y de PLUNA, entre otros, por medio de las cuales se fue 
absorbiendo gente al punto tal que los Escalafones se fueron mezclando. 


Sin embargo, es en el año 1997 que se da el ingreso del primero y único funcionario 
presupuestado que tenemos en la Oficina, correspondiente al Escalafón A, mientras que en el Escalafón B 
hay dos funcionarios; uno ingresó en el año 2002 y otro en el mes de mayo del presente año. 


De manera que, si aplicamos el artículo 34, advertimos que los funcionarios de los Escalafones A 
y B quedan con los grados IV y lI!. Vuelvo a decir que los funcionarios presupuestados en el Escalafón A es 
uno solo y en el Escalafón B son dos. Este es un hecho tal vez un poco risueño, porque el contador Carlos 
Steneri, que es quien nos representa, va a ser grado IV. 


Cabe señalar que esto no sólo hace que nos veamos afectados en nuestros derechos y 
trayectoria, sino que nos sentimos como despreciados y culpables de algo que no hemos cometido. 
Realmente es una cosa extraña. 


Consideramos que a nivel general no se puede realizar algo que va en contra no sólo de los 
derechos adquiridos, sino también de la parte humana. Nosotros no somos una mercadería de canje a la 
que se le quiere adjudicar un nuevo sistema. Digo esto, porque tenemos la sensación de que lo que se 
quiere hacer es acomodar las estructuras al nuevo software -que hay que traer de otro lado- en lugar de 
que sea al revés. 


En otro orden de cosas, queremos señalar que nosotros tenemos un sindicato que no es de 
Planeamiento, sino del Inciso. Precisamente, en la asamblea que tuvo lugar en el día de ayer se dijo que, 
incluso COFE, está cambiando la perspectiva porque, en un principio, apoyaba la presupuestación y ahora 
se está dando cuenta de que la situación que se está generando no es la que ellos pensaron como la 
adecuada. En la Oficina de Planeamiento y Presupuesto hemos comunicado esta situación a las 
autoridades, pero el señor Director todavía no tenía una posición tomada. Cabe aclarar que este mismo 
trabajo que hoy presentamos a los señores Senadores, también lo hemos entregado a las autoridades a fin 
de que tengan elementos de juicio para tomar alguna medida porque, evidentemente, la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto va a quedar con problemas. Creo que lo mismo sucedería con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil -aunque no quiero hablar por otra oficina- que tiene características similares a la 
nuestra. 


SEÑORA PIRIZ.- Ampliando lo que se ha informado, debo señalar que cuando se hicieron redistribuciones 
hacia la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, muchos funcionarios tuvieron que renunciar a su 


condición de presupuestados para poder ingresar y ser contratados, porque la normativa de ese momento 
en la Oficina estipulaba que todos debían ser contratados. 


Por otro lado, debemos hacer mención al tema de los costos. En un principio, se dice que no 
habría costos, pero si se ingresa por el último grado, los funcionarios van a recibir la retribución de ese 
grado; la otra suma pasa a ser una retribución transitoria y los funcionarios van a seguir cumpliendo tareas 
hasta que se realice la designación definitiva para la ocupación de ese cargo. Debemos señalar que 
cuando hay que crear ese cargo, se genera un costo, porque la persona va a tener que concursar para 
acceder a él. Pero no sólo van a concursar aquellos que pasaron de ser contratados a presupuestados, 
sino también los presupuestados que están en ese momento. Al rendir concurso se está en inferioridad de 
condiciones frente a los presupuestados del momento, porque para ser presupuestado y tener derecho a 
ascensos hay que realizar los cursos de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Sin embargo, los contratados 
no pueden realizar los concursos ni los cursos de esa Oficina, precisamente por ser contratados, porque 
primero en la lista de espera se encuentran todos los presupuestados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay preguntas, les agradecemos el planteo formulado. El material que nos 
han traído ya ha sido repartido y oportunamente recibirán una respuesta en momentos en que se trate de 
Rendición de Cuentas en el Plenario del Senado. 


Esta Subcomisión les agradece su visita. 


(Se retiran de Sala los representantes de los funcionarios de la 


Oficina de Planeamiento y Presupuesto.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la 


Asociación Uruguaya de Escuelas Familiares Agrarias.) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda del 
Senado de la República tiene el agrado de recibir a la delegación de la Asociación Uruguaya de Escuelas 
Familiares Agrarias, que está integrada por los señores Héctor Scopise, Fabián Barreto, Danny Mayo y 
Juan María Cabrera. 


Como ya se les ha explicado el mecanismo de funcionamiento de la Comisión, sin más y 
reiterándoles la bienvenida, con mucho gusto escucharemos su planteo. 


SEÑOR CABRERA.- Queremos agradecer a la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del 
Senado por recibirnos en el día de hoy. 


Venimos en representación de la Asociación Uruguaya de Escuelas Familiares Agrarias, que hace 
26 años está trabajando en el medio rural uruguayo y, justamente, su fin es establecer un trabajo de 
formación y capacitación de los jóvenes rurales. Los jóvenes que concurren a estas escuelas están siendo 
capacitados para trabajar en la tierra y quedarse allí, lo cual es el objetivo fundamental de esta Asociación. 
Queremos que los jóvenes continúen el trabajo de sus abuelos y de sus padres y, además, se dignifiquen, 


sean mejores productores y empresarios agrícolas. A su vez, queremos desarrollar esta actividad a lo largo 
y ancho del país. 


La Asociación Uruguaya de Escuelas Familiares Agrarias tiene instaladas cuatro escuelas: dos en 
el departamento de Canelones, una en Tacuarembó, en el Pueblo Ansina y otra en Rivera, en la localidad 
de Cerro Pelado. 


Una de las características fundamentales de estas escuelas es el papel protagónico de las familias 
en la gestión, en la promoción y en la administración de las propias escuelas; son las mismas familias las 
que se nuclean, se asocian, buscando dar una formación y capacitación acorde a la necesidad de las 
familias. 


Por otra parte, otra característica importante es la alternancia. Usamos un sistema de enseñanza 
donde el joven permanece un tiempo en el medio socio-profesional, trabajando y aprendiendo en el medio 
rural, junto con su familia y los profesionales del sector. Luego, estos jóvenes tienen un período de estadía, 
de internado, en el centro educativo. Esa alternancia entre los períodos de formación en el medio socio- 
profesional y la formación en el centro de capacitación hace que el joven se encuentre formado, no 
solamente por los docentes, sino por toda la comunidad en sí, porque padres, profesores y profesionales 
del sector, del medio social, lo ayudan a desarrollarse profesionalmente. Eso hace que el joven se involucre 
cada vez más en ese medio, logrando que, en definitiva, se quede trabajando en ese lugar. 


Otra característica importante de estas escuelas es ayudar al desarrollo local. Cada joven que se 
queda en el medio rural está planteando un desarrollo de su familia y del medio donde se encuentra. Al 
respecto, puedo relatar una anécdota de una mamá, que es hermana de un ex alumno -llamado Pedro- de 
una escuela del sur. Nos contaba que Pedro hoy está trabajando en el medio rural. Cuando él iba a “Los 
Nogales” -que es una de las escuelas- su papá decía que no quería innovar las técnicas de trabajo, pero 
Pedro sí lo quería hacer. Por tanto, llegaron a un acuerdo por el cual Pedro trabajaba por un lado y el papá 
por otro y luego comparaban los resultados. A lo largo de la historia, los resultados fueron los siguientes: 
Pedro obtuvo mejores resultados económicos y productivos que su papá. En definitiva, la familia optó por 
trabajar como quería Pedro; se eligió la tecnología aplicada, la tecnología que da posibilidades de trabajo, 
la tecnología que brinda un mejor medio de vida a la familia. Además, en el día de hoy Pedro es productor 
rural y tiene su pequeña chacra, cuando antes no tenía tierras. Y no solamente posee tierras, sino que 
también pudo formar su familia y construir su pequeña casa en el medio rural. 


Asimismo, Pedro tenía amigos, muchos compañeros en su juventud; sin embargo, hoy esos 
jóvenes no están y solamente él se quedó en el campo, gracias a que “Los Nogales” lo ha capacitado para 
trabajar y vivir dignamente. 


Por último, quiero leer unas frases que salieron en el diario de nuestra localidad de Progreso, 
porque la semana pasada tuvimos la visita del Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero 
Agazzi, quien expresaba: “Nosotros conocemos la experiencia de estas escuelas desde hace tiempo. Nos 
parece que es una cosa muy importante a respaldar”. Quiero destacar que, además del esfuerzo pertinaz 
de su grupo docente, de su Director, además de contar con un importante apoyo social, porque es una 
necesidad de la zona, tiene una característica que nos parece que es esencial: la participación de las 
familias en el latir de la Escuela. A nosotros, que estuvimos en asambleas de padres y en reuniones de fin 
de año, donde se hicieron evaluaciones y se tomaron decisiones, esto nos parece que es un asunto 
importante. Para el centro escolar este es un asunto estratégico, pues allí van los jóvenes a compartir la 
vida, a aprender juntos, a formarse para ser mejores ciudadanos, manteniendo con sus padres el concepto 
de familia, sobre todo teniendo en cuenta los momentos que estamos viviendo en el mundo y en nuestro 
pequeño país y lo que está sucediendo con el fenómeno de la globalización. Muchas veces se producen 
estas tensiones, se instalan grandes empresas y, entonces, los pequeños productores no tienen lugar, 
tienen que irse del campo. Esto es terrible, porque no sólo se van los pequeños productores, sino que se 
van las familias. No concebimos un Uruguay que no esté poblado por familias, la familia de pequeños y 
medianos productores que aprenden a ser mejores ciudadanos. 


Por último, queremos trasmitir a los señores Senadores que esta iniciativa es vista con muy 
buenos ojos por el señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, quien ha expresado que le daba 
su total apoyo. Y como pensamos que el Ministerio tiene mucha injerencia en el medio rural, pedimos su 
apoyo en esta nueva Rendición de Cuentas. 


SEÑOR MAYO.- Soy ex alumno de la Escuela Agraria Los Nogales, de la que egresé en el año 2000. 
Pertenezco a una familia que siempre trabajó en la agricultura y quisiera contarle a los señores Senadores 
a qué me dedico. 


Hace diez años, en su predio de 13 hectáreas mi abuelo cultivaba vid. Él era productor directo y 
fue muy difícil lograr que cambiara su producción, porque no era rentable. Pero, reitero, diez años después, 
contamos con cinco hectáreas plantadas de durazneros y ciruelos que han sido reconvertidas y con riego y 
todo eso se ha logrado gracias al conocimiento que me brindó la Escuela y el trabajo de mi familia. Dichos 
frutales los producimos nosotros, así como también la reconversión. También cuento con un vivero forestal 
de árboles de casuarina que se utilizan para proteger los montes frutales. Esto es lo que me da el sustento. 
En conclusión, creo que se debe ayudar a estas escuelas porque, en lo personal, aunque con muchas 
dificultades es lo que me ha hecho permanecer en el campo, donde me han surgido muchas inquietudes y 
proyectos. Esto se lo debo a mi familia y a esta Escuela, por lo que les pido que las apoyen. 


SEÑOR BARRETO.- Tengo 25 años y vivo en Los Cerrillos. Voy a contarle a los señores Senadores lo que 
ha tenido que ver la Escuela en mi vida. 


En el año 1990 tuve el infortunio de perder a mi padre y a mi madre, es así que mi abuelo quedó 
a cargo de la pequeña granja que teníamos. En ese entonces, sólo contaba con nueve años. A medida que 
iba creciendo fueron surgiendo interrogantes: ¿seguimos con la granja o vendemos y nos vamos para la 
ciudad? Entonces, en el año 1993 conocí a la Escuela Agraria Los Nogales que me abrió las puertas sin 
importarle si se podía o no cumplir con la cuota. Insisto que todos -el Director, los profesores- me dieron 
un lugar en esa Casa, mi casa. Ahí fui creciendo y formándome tanto desde el punto de vista técnico, 
como humano, como persona. En el año 1997 terminé de estudiar, tuve que comenzar a trabajar mi 
pequeña granja y buscar un lugar digno y sostenible en el medio rural. La escuela me dio la posibilidad de 
saber afrontar los problemas y salir adelante, de tener optimismo y pensar que todo lo que hagamos, por 
pequeño que sea, es nuestro y es lo que sabemos y queremos hacer. También me brindó la oportunidad 
de ser productor y técnico, es decir, trabajar como productor y pensar como un técnico. 


En el año 2000, junto a 17 ex alumnos, tuvimos la suerte de viajar a Europa y conocer ltalia, 
Francia, España y Bélgica. Así, pudimos conocer sus realidades, cómo viven, qué hacen y en qué se 
diferencian de nosotros. 


Hoy, a 13 años de haber empezado la escuela Los Nogales, han ocurrido muchas cosas, sobre 
todo buenas. Aquella pequeña granja de una hectárea y media de viñedos, se ha transformado en 8 
hectáreas de viñedos nuevos de los cuales soy absolutamente responsable. Además, arriendo otras 3 
hectáreas a dos productores vecinos que dejaron su actividad. Es así que contamos con 11 hectáreas de 
viñedos, la mayor parte de una alta calidad enológica. Esto me ha permitido vender a una de las bodegas 
más importantes del país y hoy mi sueño es poder instalar una pequeña bodega y así terminar el ciclo 
productivo. Personalmente, agradezco a la escuela por haberme dado todos los instrumentos como para 
salir adelante, permitiéndonos ser una familia más que continúa trabajando la granja. Por eso he venido a 
contarles mi realidad que es la de muchos ex alumnos que han pasado por la escuela. La mayor parte de 
nosotros seguimos vinculados al medio rural y es raro que un ex alumno deje el campo y se dedique a otra 
cosa, aunque a veces las circunstancias dificultan la posibilidad de vivir y producir en él. 


Esas son las razones por las que estoy aquí, ante los representantes de mi país, hablándoles de 
mi vida, de mi Escuela y del papel muy importante que cumple. Creo que esto no debe ser olvidado. 
Debemos estimular, cada vez más, este tipo de formación socioprofesional y personal que forma técnicos y 
personas al mismo tiempo. Las escuelas vinculadas con el medio son una verdadera alternativa de 
formación para el futuro. Nosotros, los jóvenes, construimos el porvenir de nuestro país, que se alcanza 
basándose en realidades de vidas. Hoy, nosotros y ustedes, podemos construir ese futuro. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiero manifestar que considero que la metodología de la alternancia es muy 
importante en la educación. En ese sentido, tuve la oportunidad de conocer al maestro Wilter Moreno que 
fue uno de los propulsores en el país de esta forma de educación. Asimismo, les agradezco el testimonio 
que nos han dado. 


Ahora bien, voy a realizar una pregunta concreta, porque en realidad lo que estamos 
considerando aquí es el proyecto de Rendición de Cuentas. En ese sentido quisiera saber si lo que están 


pidiendo es un subsidio y, en tal caso, de qué monto se estaría hablando. Hay que tener en cuenta que, 
aunque parezca pedestre, en esta Comisión manejamos números -luego vamos a leer el material que nos 
han distribuido aunque adelanto que ya teníamos algún conocimiento de este tema- porque necesitamos 
precisión sobre ese aspecto para poder resolver. 


SEÑOR SCOPISE.- Soy padre de un alumno de la Escuela e integro la Comisión. Lo que nosotros 
estamos solicitando es un subsidio de U$S 50.000 por año para las cuatro escuelas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si ustedes ya habían recibido un subsidio por parte del Estado. 


SEÑOR CABRERA. - Lo recibimos hace años por parte del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y 
de la Intendencia Municipal de Canelones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No los recibieron directamente por el Inciso 21 del Presupuesto? 
SEÑOR CABRERA.- No. 


SEÑOR DA ROSA.- Quisiera que me explique, a grosso modo, la cantidad de alumnos que pasa por estas 
escuelas cada año y qué tipo de formación reciben, sin perjuicio del tema práctico que, obviamente, tiene 
relación con la actividad agropecuaria, granjera, agrícola o ganadera. Me interesa saber, con respecto a la 
formación, el nivel de conocimientos teóricos que se imparte en estas escuelas. 


SEÑOR CABRERA.- Las escuelas están dando lo que llamamos “Ciclo Básico Agrario en Alternancia”, que 
es equivalente a los tres primeros años de liceo. La única diferencia es que se da en la modalidad de 
alternancia. Además, se les da una orientación hacia el agro. Las materias que se imparten son las mismas 
que en el liceo: matemáticas, lengua, inglés, informática, ciencias sociales, ciencias naturales y dibujo. A su 
vez, se les da el complemento agrario, que incluye un taller agrario y un trabajo de investigación que cada 
alumno hace en el sector rural agrario durante un período de alternancia. Este ciclo básico se brinda en las 
escuelas del sur, en el departamento de Canelones. 


Las escuelas del norte -la de Tacuarembó, en pueblo Ansina y la de Rivera, en Cerro Pelado- les 
dan una formación profesional de tres años, que lleva al joven a su inserción laboral en el medio rural. Se 
capacita al joven para trabajar en ese medio. 


Quiere decir que los chicos comienzan en la escuela del sur con 12 ó 13 años post Primaria y en 
la del norte empiezan post liceo, recibiendo una formación profesional. Los planes de estudio de la escuela 
del sur están reconocidos por el CODICEN y UTU. En las escuelas del norte estamos impartiendo una 
formación profesional en alternancia y el expediente para realizarlo todavía está en UTU a consideración 
de las autoridades. 


Las materias que tienen en las escuelas del norte son: producción animal, producción vegetal, 
administración rural, gestión agropecuaria, maquinaria, suelos y, al final de los tres años, deben hacer un 
trabajo de investigación. El joven tiene que realizar un proyecto profesional en el cual propone un 
microemprendimiento, que es el proyecto que él va a desarrollar una vez que egrese de la escuela. Puede 
ser un microemprendimiento sobre la cría de cerdos, de invernada, de rematador o de comisionista o sea 
una gran variedad de profesiones que se necesitan en el medio rural y que son imprescindibles para crear 
una comunidad estable en ese medio rural. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho su presencia. Analizaremos el petitorio que han realizado y 
los felicitamos por sus planteos. 


(Se retiran de Sala los integrantes de la Asociación Uruguaya de Escuelas Familiares Agrarias.) 


(Ingresa a Sala la Federación Uruguaya de Magisterio - Trabajadores de Educación Primaria.) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda del 
Senado de la República tiene el agrado de recibir a una delegación de la Federación Uruguaya de 
Magisterio y de los trabajadores de Educación Primaria, los señores Aníbal Merino y José Olivera, 
representantes de FENAPE, quienes han solicitado ser recibidos con motivo de la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal del año 2005 a consideración del Senado de la República. 


Les reiteramos la bienvenida y les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MERINO.- Integro el Comité Ejecutivo de la Federación Nacional de Profesores de Educación 
Secundaria y en el día de hoy me acompaña José Olivera, quien también integra el mismo sindicato. 
Advierto que no somos trabajadores de Enseñanza Primaria, sino profesores de Educación Secundaria. Lo 
que sucede es que, de acuerdo al informe que recibimos en el día de ayer, nuestra comparecencia estaba 
prevista para realizarse en conjunto con los representantes de Enseñanza Primaria. 


Debo aclarar que como recibimos la convocatoria en el día de ayer no pudimos traer material 
escrito, pero nos comprometemos a hacerlo llegar a esta Comisión a la brevedad. 


Hemos analizado los dos Mensajes presentados en esta Rendición de Cuentas para el Inciso 25, 
ANEP, uno proveniente del Poder Ejecutivo y otro de las autoridades de ANEP, del CODICEN. Estos dos 
mensajes tienen sustanciales diferencias en cuanto al monto y el destino de los dineros que se van a 
otorgar a este Inciso. Hay una diferencia de poco más de $ 500:000.000 a favor del Mensaje enviado por el 
CODICEN. 


Básicamente, el Mensaje del Poder Ejecutivo reabre el tema aprobado en el Presupuesto anterior, 
planteado en el literal b) del artículo 476, por el que se adjudicaba una partida que tenía como mínimo 
unos U$S 20:000.000. Indudablemente, esta partida quedó en el nivel mínimo mencionado en el 
Presupuesto y aunque podría haber crecido, el Poder Ejecutivo optó por dejarla de esta forma. Ahora, se 
distribuyen U$S 16:000.000 para ANEP y U$S 4:000.000 para la Universidad. 


Otro aspecto que incide en esta Rendición de Cuentas es el literal a) del artículo 476 por el que se 
adelanta para el Ejercicio 2006-2007 parte del dinero que va a ser distribuido en esta Rendición de 
Cuentas. En cambio, el Mensaje del CODICEN, además de esos dineros, presenta otras solicitudes con 
destino fundamentalmente a salarios de los docentes. Brevemente nos vamos a referir a este punto y 
posteriormente haremos algunas observaciones con relación al literal b) del artículo 476. 


En esta Rendición de Cuentas el CODICEN ha solicitado una partida equivalente a dineros que no 
fueron votados en el Mensaje presupuestal del Organismo presentado el año pasado. Los trabajadores 
decimos que ese dinero fue recortado de aquel Presupuesto, por lo que ahora se vuelve a solicitar para 
destinarlo al Rubro 0, es decir, para la masa salarial de los docentes, que luego se distribuirán entre los 
nuevos cargos que son sumamente necesarios y algún aumento en el nivel salarial de los docentes. 


Como ustedes saben, los docentes integran uno de los sectores cuyo nivel salarial está más 
sumergido dentro de la Administración Pública y representa una larga lucha que viene de hace mucho 
tiempo. 


Por ese motivo solicitamos a la Comisión que traslade al Senado la posibilidad de que se 
considere el Mensaje del CODICEN sobre el del Poder Ejecutivo, teniendo en cuenta que hay diferencias 
sustanciales en las cifras que se solicitan para reforzar el Presupuesto. El Mensaje del Poder Ejecutivo 
propone $ 600:000.000 y el del CODICEN solicita poco más de $ 1.000:000.000; la diferencia es de $ 
555:000.000. 


(Ingresa a Sala una delegación de Enseñanza Primaria) 


Como acaban de llegar compañeros de otros sindicatos, trataremos de ser muy breves, por si 
alguno de ellos desea hacer uso de la palabra. 


El inciso b) del artículo 476 tiene un fuerte componente de proyectos de inversión, todos ellos 
muy importantes y lo que realmente nos preocupa es su estabilidad en el futuro, pues de alguna manera se 
está obligando a solicitar anualmente nuevas partidas de veinte millones para poder sostenerlos. También 
nos preocupa lo que tiene que ver con el régimen de creación de nuevos cargos a partir de esos proyectos; 
estamos hablando de contratos de función pública que, en la docencia, producen un grado de inestabilidad 
que puede afectar el rendimiento de esos proyectos. Por eso creemos que sería conveniente estabilizar el 
ingreso de funcionarios. 


SEÑOR RUBIO.- Mi preocupación surge al ver el estado de ejecución presupuestal de inversiones en la 
ANEP. Concretamente, me gustaría saber si existe alguna explicación en torno a ese punto, porque, a su 
vez, por otro lado, vemos que hay demanda de incremento en materia de inversiones. 


Según se indica en el cuadro, en el año 2005, la ANEP fue, entre todos los organismos del 
Estado, el que tuvo menor nivel de ejecución: apenas un poco más del 40% de lo asignado, incluso 
considerando los topes y todo lo demás. Verdaderamente, no logramos explicarnos cuál es la razón de 
esto. 


SEÑOR MERINO. .- Precisamente, algo que se está volviendo tradicional en la ANEP es que las inversiones 
no se ejecutan más que en un bajo porcentaje. Casi siempre en inversiones se ejecuta la mitad del dinero 
asignado para gastar. Por nuestra parte, hemos conversado con las actuales autoridades -así como 
también lo hicimos con las anteriores- acerca de que los que llevaban adelante los planes de inversiones 
eran los organismos que nosotros llamábamos organismos paralelos, es decir, MENFOD y MECAEP, pero 
estaban sujetos a contratos con empresas que después no cumplían y las obras terminaban paralizadas. 
En realidad, hay muchas obras iniciadas que quedaron estancadas por problemas con las empresas; me 
refiero a liceos y escuelas desparramados por todo el país, que hoy están a medio construir. Después se 
entablan juicios y esos destinos no terminan de ejecutarse, pero tampoco se abren nuevos, porque hay 
obras que están detenidas. 


Estamos hablando -reiteramos- de algo que ha sido tradicional dentro de la ANEP y que, a 
nuestro juicio, se debe a la forma de administrar la ejecución del dinero asignado. Es un hecho que los 
organismos paralelos que hemos mencionado han tenido serias dificultades. En realidad, de acuerdo con 
el sistema actual, ellos han pasado a estar más dentro de la institucionalidad del CODICEN y de los 
Desconcentrados y, según las autoridades, van a funcionar mejor, pero esto es algo que todavía no hemos 
visto. 


Lo cierto es que durante el año 2005 quedó mucho dinero sin ejecutar, cuando las necesidades, 
en lo que respecta a inversiones, son cuantiosas. Los sindicatos hemos advertido -y así lo hemos definido- 
que en Secundaria hay una situación de emergencia edilicia. Se necesita construir aulas y liceos para 
poder recortar los grupos, de manera de que cada uno de ellos no tenga más de veinticinco o treinta 
alumnos y así pueda trabajar cómodamente. En relación con este punto, debe tenerse en cuenta que existe 
mucha superpoblación. Pero, evidentemente, todas estas cosas resultan difíciles de ejecutar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa deja constancia que se agrega a la delegación la señora Teresita 
Capurro y los señores Osvaldo Nicoletti y Raúl Gil. 


SEÑORA CAPURRO.- Quiero puntualizar que en doce horas de diferencia en que se entrega la citación 
por parte de la Subcomisión a los trabajadores de la Enseñanza, no hubo tiempo material de traer 
organizado nuestro material para los señores Senadores, pero advierto que lo haremos a posteriori. 


Asimismo, deseo aclarar que si bien esta entrevista había sido concedida a la Federación 
Uruguaya de Magisterio, entendimos que debíamos compartirla con los compañeros del resto de los 
sindicatos de la Enseñanza, porque el problema medular que tenemos es el mismo. 


En ese sentido, también quiero decir que estamos una vez más en este recinto para reclamar una 
ampliación del proyecto de ley de Rendición de Cuentas, porque tal como viene del CODICEN y del Poder 
Ejecutivo estamos en condiciones de declararlo insuficiente una vez más. De todas maneras, debemos 
decir que, como ha ocurrido históricamente, el proyecto del CODICEN es mejor que el del Poder Ejecutivo. 
Tenemos necesidad -y creo que los señores Senadores tienen la responsabilidad- de reforzar la partida o, 
en su defecto, sabrán los señores Senadores si están en condiciones de atender nuestros reclamos en 
cuanto apoyar lo menos peor, que a nuestro juicio es el Presupuesto de la ANEP. 


También entendemos que un Presupuesto como este para la Enseñanza en este marco, en el que 
hoy, a través de los medios de comunicación, se está informando a la ciudadanía que se va a pagar otra 
parte de la deuda externa, complica las cosas para los trabajadores. Digo esto, sobre todo porque creemos 
que pagar parte de la deuda externa -no quiero profundizar en esto, porque soy bastante profana en el 
tema, pero sí puedo entenderlo- desviando dinero de la República, cuando se ha declarado que la 
educación es una herramienta primordial y necesaria en un Uruguay que pretende hacer el despegue del 
país productivo, no es acertado. 


Para concluir con nuestro planteo -porque los señores Senadores ya conocen el tema y entonces 
resultaría reiterativa en mis dichos- corresponde señalar que reivindicamos nuestro derecho a pedir más al 
Senado, así como también que, si no es posible que este Cuerpo acuerde incorporar o atender como se 
debe a la Educación, se apoye el proyecto de la ANEP y que en este marco hay que manejarse con 
equidad, porque las inequidades no solamente existen dentro de dicho Organismo, sino también en el caso 
del resto de los trabajadores públicos del Estado. Por lo tanto, creo que el Senado tiene mucho trabajo y 
deberá planificar muy bien cómo hará para que se terminen las inequidades en la ANEP y en el caso del 
resto de los trabajadores públicos. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere dejar constancia a la delegación que el pedido de audiencia 
fue elevado el 26 de julio. Como hoy es el último día que esta Subcomisión recibe audiencias, producto de 
que la semana que viene se comenzará con la votación del articulado, no quiso dejar de recibirlos -porque 
lo consideró una descortesía- y de ahí las urgencias de los tiempos. Por ese motivo, les pide las disculpas 
del caso, pero creía mucho más oportuno recibirlos y de esa manera entablar este fructífero diálogo. 


SEÑOR GiIL.- Represento al Sindicato de Formación Docente, la Formación de Profesores y Maestros de 
la ANEP. 


En estas cuestiones aquí planteadas los compañeros tenemos acuerdos básicos, por lo que no 
son posturas de un sindicato, sino de la totalidad de los que pertenecen a la ANEP. No obstante y haciendo 
nuestras las palabras de la compañera Teresita Capurro, queremos señalar que lo que está dispuesto para 
el año que viene es una partida de $ 161:000.000 más la actualización correspondiente, entre otras cosas 
para recuperar inequidades y se aplicará al Rubro 0. 


Entendemos que la partida es francamente insuficiente, porque el problema estructural de las 
inequidades y diferenciaciones internas que existen en la ANEP son inmensas y consideramos que eso 
debe ser resuelto de alguna manera. Queremos que los señores legisladores tengan muy presente que la 
ANEP es un lugar donde los que trabajan están sujetos a una fuerte desregulación, a una flexibilidad 
laboral increíble y a condiciones presupuestales y de retribución de una heterogeneidad casi incalculable. 
Los sindicatos entendemos que hay que buscar, de cualquier manera, recomponer esta situación. 


Consideramos que el presupuesto de la ANEP es mejor que el del Poder Ejecutivo, por el sencillo 
hecho de que representa más dinero, no obstante lo cual, lo que ha previsto el Organismo lejos está de lo 
que los sindicatos de la enseñanza han reclamado. Entendemos que no solamente estamos solicitando 
una asignación presupuestal, sino también una revisión estructural de quienes trabajan en la ANEP. Las 
condiciones actuales son altamente insatisfactorias; hay inequidades horizontales y verticales y la partida 
asignada difícilmente podrá atender alguna de ellas. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero que estén tranquilos en cuanto a que vamos a estudiar la demanda que han 
planteado, aunque no coincidamos con parte de los fundamentos que se han expuesto sobre el tema de la 
deuda. En realidad, no se adelantan, sino que se cambian pagos y los U$S 30:000.000 que salen para la 
enseñanza en este caso -incluyendo a la Universidad- se puede decir que equivalen a esa cifra. Pero esa 
es otra discusión. 


Lo que me preocupa es que ustedes tengan en cuenta también que, aparte de las inequidades 
salariales y del punto de partida sumergido del que sale el sector -y que todos hemos reconocido- acá hay 
más de U$S 16:000.000 que no se ejecutaron. Ese es un problema de las autoridades, pero también de 
funcionamiento del conjunto de la Institución que debemos tener presente ya que, si se reitera esta 
situación en el año en curso, se va a dar la paradoja de grandes demandas en materia de salarios y de 
partidas para funcionamiento e infraestructura y, al mismo tiempo, una masa de recursos que no se aplica. 


SEÑOR GiIL.- Señor legislador: no le corresponde a nuestros sindicatos corregir a quien gobierna, no 
obstante lo cual queremos expresar aquí lo que ya hemos dicho al CODICEN. Hemos hasta escuchado la 
presentación de este Presupuesto, donde se ha dicho -no sé si la palabra es un eufemismo o no- que el 
mismo ha sido consultado, discutido o asesorado por los sindicatos. Quiero dejar constancia de que eso no 
aconteció jamás. Pero no solamente no fue así sino que, en formación docente, por ejemplo, encontramos 
cuatro proyectos de presupuesto de los cuales nos enteramos en este momento cuando recibimos la copia. 
Me parece que esto está vinculado a un estilo que impera dentro de la ANEP y que incluso ha trascendido - 
lo estoy diciendo hasta como una cuestión sociológica- a quienes ocupan los cargos. Es muy difícil 
establecer una cultura democrática de participación y deliberación, pero lo que no debe hacerse es 
socializar la pérdida de aquello que no se discute. Si se hacen proyectos, se toman iniciativas y se reclama 
corresponsabilidad, nosotros vamos a reclamar cogestión. Si la ANEP no ejecuta, el Gobierno deberá 
decirle que lo haga. Pero nosotros agregaríamos que no solamente ejecuta, ¿y el déficit? ¿Cómo se 
proponen gastos si vemos que se deben $ 90:000.000 en tal fecha y que seis meses después son $ 
150:000.000 y así sucesivamente? Allí, sin duda, hay un problema de gestión. Los sindicatos podríamos 
ofrecer algún tipo de paliativo si estamos enterados, pero ocurre que siempre tomamos conocimiento de las 
cosas post facto y no antes. Esto quiere decir, reitero, que se nos convoca para socializar simbólicamente 
la pérdida. No debería ser así. Entendemos que estas son situaciones a corregir y que imaginativamente 
habría que ver en el futuro, pero en este momento no está instalado ningún soporte, ninguna directiva o 
funcionamiento que permita visualizar estos problemas. Los sindicatos son siempre la parte que palpa la 
realidad y que sabe qué es lo que se está cumpliendo. Recién ahora estamos obteniendo, por primera vez, 
la información presupuestal con una disposición de la ANEP y en las dependencias en que trabajo ni 
siquiera se ha comunicado a nuestro sindicato que tenemos derecho a obtener la información presupuestal 
para organizar nuestras demandas. Quisiéramos tener tablas internas de salarios, saber dónde están las 
mayores dificultades, etcétera. Sin embargo, recién estamos negociando para que se nos proporcionen 
esos datos. No está claro el sistema y muchas veces es como conducirse con un sistema Braille: hay que 
tocar y tocar par ver qué es lo que se encuentra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Federación Uruguaya de 
Magisterio y de Trabajadores de Educación Primaria y les aclaramos que cualquier información que nos 
quieran remitir la envíen a la Secretaría de la Comisión. Una vez que comience el análisis de la Rendición 
de Cuentas en el pleno del Senado, tendrán noticias del planteo que han efectuado. 


(Se retira de Sala la delegación de la Federación Uruguaya de Magisterio y de Trabajadores de Educación 
Primaria) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto Integrada con la de Hacienda del 
Senado tiene el agrado de recibir a una delegación de COFE, que ha solicitado ser recibida en relación con 
el tratamiento del proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal del 
Ejercicio 2005, remitido por el Poder Ejecutivo y en consideración de esta Comisión. 


De esta manera, se encuentran presentes los señores Pablo Cabrera, Presidente de COFE; 
Joselo López, Secretario General; Germán Pérez, Secretario de Organización; Bizmark Larrosa, Secretario 
de Interior y Antonio Elías, asesor. 


Ya se les ha explicado el mecanismo de funcionamiento de la Subcomisión así que, sin más, les 
cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR CABRERA.- Señor Presidente, señoras y señores Senadores: gracias por recibirnos. 


Para nosotros, este ámbito es muy importante para volcar lo que han sido las apreciaciones de la 
Confederación trabajando en conjunto con asesoramiento económico, con respecto a los artículos que 
hemos recibido de la Rendición de Cuentas, y también para hacer algún agregado que no hemos 
encontrado en la misma y que pretendíamos que se pudiera discutir. 


El planteo que hace la Confederación de Funcionarios del Estado es un análisis en cuanto al 
ámbito de la negociación colectiva, en que no hemos tenido, tal vez, una posibilidad importante de negociar 
lo que tiene que ver con nuestra realidad salarial y la propia reestructura funcional del Estado. 


En ese sentido, también entendemos que el propio Poder Ejecutivo ha reconocido, 
autocríticamente, la insuficiencia de oportunidades de poder discutir, tanto lo que fue el Presupuesto 
Nacional, como esta primera Rendición de Cuentas y ha asumido que sí iba a poder convocar para 
trabajar lo antes posible -entendiendo que eso podía ser para enero o febrero- para la próxima Rendición 
de Cuentas. 


El compañero Joselo López, Secretario General, es el encargado de explicar, más o menos, lo que 
ha sido el trabajo en el articulado que presenta la Confederación. 


SEÑOR LÓPEZ.- Buenos días a los Senadores y Senadoras. 


Nosotros vamos a ser bastante escuetos para aprovechar el tiempo en lo que para nosotros es lo 
más importante y que está vinculado con la introducción de algún artículo que tiene que ver, 
concretamente, con el salario. Como explicaba el compañero Presidente, en la negociación colectiva no 
hemos tenido posibilidad de negociar nada referente al salario. Entendemos que esto ha sido lamentable, 
porque teníamos muchas expectativas al crearse un ámbito de negociación colectiva para el sector público, 
algo que nunca había habido en la historia, al menos, en la del período post-dictadura. Pensamos que ese 
ámbito iba a ser muy importante, pero las expectativas no han sido colmadas para nada. 


Queremos subrayar que en varias instancias -y fundamentalmente en la exposición de motivos de 
la Ley de Presupuesto Nacional- se expresó por parte de actores del Gobierno que COFE habría celebrado 
algún convenio de carácter salarial. En ese sentido, decimos enfáticamente que no hemos hecho ningún 
acuerdo con el Gobierno en esa materia; es más, tenemos discrepancias concretas con la política salarial, 
en el sentido de que existe una para el sector privado y otra para el público y precisamente en el tema de 
los ajustes salariales se remarcan las diferencias. Para el sector privado el ajuste es cada seis meses y el 
Gobierno está planteando que para el sector público los ajustes salariales sean anuales. Desde nuestro 
punto de vista, eso significa condenar nuevamente a los trabajadores del Estado a una pérdida salarial en 
esta Administración, cuando se había asumido un compromiso en contrario. 


De todas maneras, vamos a pedir al asesor que profundice en los artículos que pretendemos se 
incluyan o se modifiquen dentro de esta Rendición de Cuentas. A su vez, hay algunos aspectos referidos a 
los funcionarios en los cuales también queremos hacer modificaciones o agregados que nos parecen 
importantes, pero debido a que el tiempo de que disponemos es demasiado escaso, les dejamos las 
carpetas para poder estudiar la propuesta o consultarla en el formato electrónico. Esperemos que sean 
atendidas o, por lo menos discutidas, algunas de las demandas allí planteadas. 


Para el tema salarial en concreto, como ya dijimos, vamos a pedir a nuestro asesor que explique 
los artículos referidos al salario que pretendemos incluir. 


SEÑOR ELÍAS..- El tema central que plantea COFE es la forma como está definida la política salarial, dado 
que desde la aprobación de la Ley N* 15.809, en su artículo 6*, todos los ajustes salariales han estado en 
función de la disponibilidad de Tesorería. A su vez, mediante el artículo 454 de la actual Ley de 
Presupuesto, los ajustes quedan dependiendo de la evolución fiscal. En ambas leyes se propone como 
objetivo la recuperación salarial, cuando en los dos casos los ajustes quedan absolutamente 
indeterminados. 


En este artículo estamos planteando, en principio, que todo el tema salarial sea materia de 
negociación colectiva, lo cual hasta ahora no ha ocurrido. En caso de no adoptarse ese criterio, 
proponemos que, por lo menos, se derogue el artículo 6* de la Ley N* 15.809, se modifique el artículo 454 
eliminando la expresión “dependiendo de la evolución fiscal” y se asignen las partidas del artículo 454 a 
recuperación de las remuneraciones salariales con el criterio de -dicho por el Gobierno y declarado 
públicamente, como todos saben- recuperar el salario a marzo de 2001. Nuestro planteamiento es que esto 
se haga dentro del Período, de manera uniforme y utilizando las partidas presupuestales ya existentes. 


¿Qué es lo que, en definitiva, estamos proponiendo? COFE tiene una posición absolutamente 
positiva -como siempre la ha tenido- en cuanto a actuar para mejorar y avanzar en la dignificación de la 
tarea laboral, así como en el mejoramiento de las funciones del Estado. Reitero, la postura de COFE es 
trabajar positivamente, pero si pudiéramos lograr este convenio -de hecho, significa un convenio, porque 
estaríamos acordando el cumplimiento de requisitos-  generaríamos mejores condiciones para llevar 
adelante una reforma del Estado que todos creemos conveniente. 


Asimismo, planteamos un artículo mediante el cual se crea un fondo con las partidas 
extrapresupuestales de un 5%, tendiente a nivelar las diferencias salariales que -como todos saben- son 
muy fuertes en el sector. Ponemos énfasis en este primer artículo por la importancia que tiene en el 
relacionamiento de COFE con el Gobierno, en la estabilidad de los trabajadores y en saber cuánto vamos a 
ganar cada año. Proponemos, además, que estos ajustes sean semestrales o sea que esas partidas se 
distribuyan en esa forma. Estamos planteando, nada más ni nada menos, que lo que el Gobierno dijo que 
iba a hacer; simplemente, entonces, estamos reclamando que se haga efectivo lo prometido. 


SEÑOR PÉREZ.- Voy a aludir a un aspecto que advertimos en el Inciso 04 y que fue planteado al señor 
Ministro. 


Como todos los señores Senadores saben, se ha creado una serie de cargos destinados a cubrir 
todo el espectro de la Policía Ejecutiva, cuestión que nos parece necesaria y con la que estamos de 
acuerdo. Ahora bien, allí percibimos la falta de creación de cargos para la Dirección Nacional de Bomberos 
en tanto sabemos cuáles son las necesidades que en ese sentido tenemos y la problemática que surge 
cada año cuando llega la temporada estival que afecta, fundamentalmente, a aquellos lugares en donde 
los recursos no abundan. Entonces, en función de lo expuesto, queremos decir que no vemos que en el 
articulado del proyecto de ley de Rendición de Cuentas se haya contemplado este aspecto, razón por la 
cual dejamos planteada esta inquietud. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiero decir que, mirando el repartido que recién nos fue entregado, advierto 
que hay una serie de nuevas redacciones para distintos artículos del proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas. Entre ellas, está el artículo 34, que ha sido objeto de consideración por parte de todas las 
delegaciones que han concurrido en el día de hoy, así como también otro artículo que tiene que ver con 
una asignación de recursos para el Grupo 0 “Servicios Personales”. 


SEÑOR ELÍAS..- Por el artículo 69 del presente proyecto de ley se estaría concediendo a los funcionarios 
no médicos de Salud Pública un conjunto de mejoras salariales. Concretamente, lo que aquí estamos 
planteando es que esas mejoras se generalicen al conjunto de funcionarios de la Administración Central. 
Ese es el espíritu de esta norma, que tiene el objetivo de estabilizar y equilibrar los niveles de ingreso de 
los trabajadores públicos. 


SEÑOR LÓPEZ.- Voy a ahondar en lo que explicó el compañero asesor. 


Consideramos que ha habido una especie de discriminación por parte del Poder Ejecutivo, pues 
este aspecto no fue negociado en ningún ámbito. Es indudable que los trabajadores de Salud Pública 
tienen muy bien merecido este incremento salarial, pero entendemos que también debería alcanzar al resto 
de los trabajadores de la Administración Central y de los Organismos del 220 que están comprendidos en 
nuestra Confederación. Reitero que este es un incremento salarial muy merecido por los trabajadores de 
Salud Pública. 


SEÑOR RUBIO.- Me gustaría que nos hicieran algún comentario con relación a la naturaleza de la 
propuesta que ustedes tienen para el artículo 34. Dado que las distintas delegaciones nos han planteado 
los perjuicios que esta idea de la presupuestación -que, en principio parece muy positiva- podría generar 
para los funcionarios contratados, nosotros estamos preocupados por esta disposición. Entonces, como 
aquí estamos discutiendo su instrumentación, no queremos que se ocasione un perjuicio a los funcionarios 
contratados ni a los presupuestados, porque lo que se quiere es contemplar la reconstitución de la carrera 
administrativa. 


En función de ello es que nos gustaría saber cuál es la naturaleza de la propuesta, si tiene algún 
costo y si armoniza los distintos intereses. 


SEÑOR LÓPEZ.- Queremos decir que este es uno de los artículos con el que estamos de acuerdo, pero sí 
creemos que habría que introducirle alguna modificación. Decimos que estamos de acuerdo con lo que se 
plantea en este artículo de la Rendición de Cuentas, porque la presupuestación de todos los funcionarios 
ha sido una reivindicación histórica de la Confederación. El primer planteo que hacemos -y ello figura 
resaltado en negrita en el material- refiere a que en el proyecto original se plantea que ingresen por el 
último grado de cada escalafón. En este sentido, nosotros pretendemos que el funcionario ingrese por el 
último grado del escalafón ocupado, por cuanto está previsto que esto no va a tener costo salarial, porque 
la mayoría de los trabajadores ya tienen equiparaciones salariales superiores a esos grados. De alguna 
manera, como se va a congelar o estabilizar la compensación personal que exceda esa modificación, 
entendemos que es importante que el ingreso se realice por el último grado del escalafón ocupado para 
poder comenzar a desarrollar la carrera administrativa. Esta es la primera modificación que nosotros 
queremos introducir a la iniciativa. 


SEÑOR RUBIO.- Según estoy entendiendo, cuando ustedes hablan del último grado ocupado en el Inciso, 
se están refiriendo a que el funcionario quede igual a como está hoy. 


SEÑOR LÓPEZ.- No necesariamente, señor Senador, porque hay compañeros contratados en la función 
pública que tienen grados superiores, 7 u 8, y capaz que en el escalafón presupuestal hay un grado 3 ó 4. 
Si tomamos como ejemplo el Escalafón D y tenemos un compañero contratado en función pública en grado 
7, tendría que ingresar por el grado 1, más allá de que quizás en el medio hay escalafones libres en los 
que esto no supondría costo. Entonces, queremos que por lo menos los trabajadores ingresen por el último 
grado del escalafón ocupado, para que no haya lesión de derecho en relación al resto de los trabajadores 
que ya están presupuestados. 


El otro aspecto que deseamos plantear tiene que ver con la partida que quedaría como 
compensación personal. Estamos de acuerdo en que ella se absorberá con los futuros ascensos, las 
reestructuras funcionales o los cambios en la tabla de retribuciones básicas. No obstante, sí queremos 
modificar la redacción original cuando plantea que no recibirían ningún ajuste salarial. En ese sentido, 
creemos que esas partidas también deberían percibir por lo menos los ajustes decretados por el Poder 
Ejecutivo para que no se configure una pérdida salarial. Indudablemente, la carrera funcional tiene demoras 
importantes y, de esta forma, les estaríamos congelando el salario a muchos trabajadores por bastante 
tiempo. Por lo expuesto, nos parece que esa modificación es importante. 


SEÑOR RUBIO.- Podría ser el caso, por ejemplo, de un contratado que está en el grado 7 del Escalafón D, 
pero como hay una vacante en el grado 3 de ese Escalafón, pasaría a ocupar ese cargo. Entonces, para no 
perder salario, recibe una compensación por la diferencia. 


SEÑOR LÓPEZ.- Según lo que dice el propio artículo, esa compensación será absorbida por las 
reestructuras y los futuros ascensos, pero lo que está establecido en la redacción original es que no van a 
recibir ningún ajuste salarial de los que decreta el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Usted se refiere a la absorción de la pérdida que genera el criterio anterior? 
SEÑOR LÓPEZ.- Efectivamente, señor Senador. 


En ese sentido, entendemos que por lo menos los ajustes salariales decretados por el Poder 
Ejecutivo deberían llegar a la partida compensatoria personal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se formulan más preguntas, la Subcomisión de Audiencias de la Comisión 
de Presupuesto Integrada con la de Hacienda del Senado les agradece su presencia en la mañana de hoy 
y les señala que oportunamente serán analizadas las propuestas que han formulado. 


Muchas gracias. 


(Se retira de Sala la delegación de la 


Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado) 


(Ingresa a Sala la representante del Movimiento Ecqus Internacional) 


La Subcomisión de la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda de la Cámara de 
Senadores tiene el agrado de recibir a la representante del Movimiento Ecqus Internacional, señora Dafne 
Andrea Silva, a quien le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA SILVA.- Agradezco que me hayan recibido en el día de hoy. 


Soy la Directora de la organización Ecqus que, quizá, mucho de ustedes todavía no la conozcan. 
Se trata de la primera organización privada ONG en defensa del caballo de trabajo y la única que asiste a 
animales accidentados en la vía pública. Contratamos servicios veterinarios las 24 horas, los 365 días del 
año. Lamentablemente somos la única organización privada, porque a nivel estatal sabemos que hasta 
ahora no existe ninguna otra organización que se dedique a esta cuestión. 


El tema de los animales no es de sensiblería, como muchas personas lamentablemente pueden 
pensar hasta el día de hoy, sino que es de seguridad pública y de salubridad. Cuando digo que es de 
salubridad, me estoy refiriendo a los carneaderos clandestinos de caballos y mataderos clandestinos de 
ovejas y de cerdos en asentamientos que no son fiscalizados por la Comisión de Hidatidosis. Me estoy 
refiriendo también al control sanitario de animales, sobre todo, de perros. A propósito de esto último quiero 
felicitar a la nueva Comisión de Hidatidosis ya que, junto con la Intendencia, van a lanzar un plan de 
castraciones masivas, porque esa es la única forma de erradicar el perro errante y vagabundo, ya que lo 
único que hacían las perreras era matarlos. Esto es terrible y, aparte, ¿de qué sociedad estamos hablando 
cuando la solución es matar? 


Quisiera explayarme un poco sobre estos temas de manera de expresar por qué he venido a esta 
Subcomisión. Nosotros podemos hacer esta labor, que es enorme y que implica, además, un gran sacrificio 
económico y humano, gracias a los socios voluntarios y solidarios que tenemos en la organización. 
Además, poseemos un programa de radio en CX 50 y, por otra parte, hace cuatro meses que estamos al 
aire en Canal 10, en el programa “Sin voces”, a las 15 y 30 horas, donde mostramos todo lo que hacemos. 


A su vez, nos enteramos que otra organización, desde la anterior Ley de Presupuesto, recibe 
apoyo del Estado. Dicha organización se llama “El refugio” y nos consta que no hace tareas de calle, ni 
otras relacionadas con asistencias y emergencias, tal como lo han dicho públicamente. Nosotros sí lo 
hacemos y, por tanto, creemos que es justo que nuestra organización tenga un apoyo del Estado y que sea 
incluida en la próxima Ley de Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Podría especificar el monto que está solicitando para que la Comisión lo tenga 
en cuenta? 


SEÑORA SILVA.- No lo hemos pensado. Es la primera vez que solicito audiencia y quiero señalar que 
cualquier tipo de ayuda que tengamos es bienvenida porque, hasta ahora, estamos sobreviviendo. 


Por otro lado, estaba esperando a la doctora Yolanda Lavecchia porque, si es posible, nos 
gustaría que se incluyera en este proyecto una norma que tipifique como delito el maltrato a los animales. 
¿Por qué pido esto, aunque les pueda parecer descabellado a los señores Senadores? Porque hace 
quince días un individuo masacró a un perro, le deshizo el cráneo con un palo -lo mostramos en el 
programa "Sin voces"- ante la alarma pública y, lamentablemente, cuando pasó al Juzgado de Faltas, la 
Jueza no creyó pertinente, ni siquiera, asignarle un trabajo comunitario. Esta persona, que está 
comprobado es violenta -porque, incluso, ha sido denunciado por violencia contra sus propios hijos- está 
libre. Entonces, como prácticamente no tenemos una Ley Nacional de Protección Animal -la Ley N* 
5.657 es muy antigua y refiere en realidad a los juegos prohibidos- nos gustaría que se incluyeran algunos 
artículos para que la normativa sea más completa; en su defecto, podría disponerse que el maltrato a los 
animales sea penalizado como delito. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hay dos temas. El primero tiene que ver con la solicitud de un subsidio. Es 
cierto que el Presupuesto Nacional tiene un Inciso que se denomina "Subsidios y Subvenciones". 
Justamente, lo queremos revisar porque fue establecido a demanda, pero todavía no lo hemos podido 
analizar en profundidad. Por eso es importante que la delegación envíe en unos días al Parlamento un 
estimado de lo que piden, ya que las cifras importan. En realidad, nosotros nos manejamos con números 
porque estamos distribuyendo los dineros del Estado. Reitero que necesitamos contar con una cifra, 
aunque sea aproximada y, por supuesto que tendría que venir con su debido fundamento. 


En cuanto al segundo punto que plantea, ha habido discusiones parlamentarias sobre distintas 
iniciativas de protección animal; inclusive, hace poco tiempo me alcanzaron un proyecto de ley de esta 
naturaleza. En la Legislatura pasada tratamos un texto que tuvo media sanción, pero no se logró aprobarlo. 
En consecuencia, este es un tema que está pendiente. Sabemos que la legislación que hay es muy vieja, 
pero en lo personal me parece que es difícil incluir en una Ley de Rendición de Cuentas una norma general 
sobre animales, que por otra parte ameritaría una ley propia. Recuerdo que cuando se discutió este tema y 
se logró la media sanción, concurrió un espectro muy grande de personas que nos aportó sus puntos de 
vista, pero aunque parezca mentira, no es tan sencillo encontrar una norma que contemple tantos 
aspectos. 


Por todas estas razones, quería hacer esta puntualización. Reitero que el tema está en el 
Parlamento -es más; lo ha estado desde hace bastante tiempo- pero a mi juicio se necesita una ley 
específica. 


Con respecto a la subvención, quiero señalar que es un tema que corresponde netamente a la 
Rendición de Cuentas, pero de todas maneras, la Comisión debe contar una estimación de lo que se está 
pidiendo. No hay que olvidar que no tenemos un Presupuesto de abundancia, sino de restricción y por ello 
tenemos que conocer cuál es la aspiración de la organización que solicita el subsidio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La metodología que podríamos seguir es la siguiente: que la señora Silva nos 
haga llegar en el correr de la semana próxima -aunque sería bueno que nos la entregara el lunes- el 
estimativo de lo que solicita la organización que representa. Me gustaría saber si ésta cuenta con 
personería jurídica. 


SEÑORA SILVA.- Sí, y quiero hacer entrega de la documentación que he traído. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Asimismo, nos pueden acercar las propuestas que tengan acerca de un posible 
proyecto de ley sobre un tema que, como bien dice la señora Senadora Topolansky, no se puede incluir en 
la Rendición de Cuentas, a fin de enviarlas a la Comisión correspondiente para que se comiencen a 
discutir. 


SEÑORA SILVA.- Tengo conocimiento de que el señor Senador Cid tiene un proyecto de ley. La 
exposición que realicé simplemente apunta a agilizar un poco el tema, porque hay un vacío legal total con 
respecto a los animales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por esa razón le estamos solicitando que nos haga llegar esas iniciativas, para 
que nosotros las enviemos a la Comisión correspondiente. Ahora bien, con respecto al tema del subsidio, 
esperamos una respuesta puntual de Ecqus, a mas tardar el día lunes. 


Le agradecemos mucho su presencia. 


SEÑORA SILVA.- Antes de retirarme, si a los señores Senadores les interesa, les puedo mostrar algunas 
fotos sobre el trabajo que nosotros realizamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que lo conveniente es levantar la sesión y que los señores Senadores se 
acerquen para interiorizarse acerca de esas tareas. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 10 minutos) 


Material aportado por los funcionarios contratados de la Dirección de Servicios Agrícolas, del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca 


Material aportado por la Federación de Funcionarios de Salud Pública 

Material aportado por la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal 
Material aportado por los funcionarios del Ministerio de Economía y Finanzas 
Material aportado por los funcionarios de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
Material aportado por la Asociación Uruguaya de Escuelas Familiares Agrarias 


Material aportado por la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


